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IV. POLÍTICAS COMERCIALES, POR SECTORES

2) Visión General

1. El sector agropecuario es de gran importancia para la economía por su aporte al PIB, al empleo y a las exportaciones.  Las principales actividades por generación de valor agregado son la producción de animales y sus productos, café, frutas tropicales y flores.  En 2006, el sector de la agricultura y pesca, definido bajo la CIIU, recibía una protección arancelaria un poco inferior (11,9 por ciento) a la otorgada a las manufacturas (12,1 por ciento).  Desde el 1° de enero de 2004, Colombia eliminó las licencias no automáticas asociadas al régimen de absorción de producción agropecuaria nacional.  Para los productos sujetos a contingentes arancelarios, bajo un mecanismo de subastas públicas, los contingentes de importación se distribuyen entre los importadores que ofrezcan adquirir el mayor volumen de producción nacional para un volumen de contingente determinado.  Se mantienen licencias de importación no automáticas para importaciones de trozos de pollo.  El sector agropecuario se beneficia también de programas de apoyo específicos tales como exenciones fiscales y tasas preferenciales de crédito.  Durante el período bajo examen, se ofrecieron precios de garantía a ciertos productos (principalmente cereales).

2. Los sectores minero y de hidrocarburos son importantes generadores de ingresos de exportación (principalmente la venta de carbón y petróleo crudo).  Ambos sectores están abiertos a la inversión privada y se otorga trato nacional a inversionistas extranjeros.  En la práctica, la compañía estatal ECOPETROL juega un papel preponderante en la extracción, refinación, importación, distribución y transporte del petróleo y sus derivados.  Los subsidios otorgados para combustibles siguen imponiendo una carga fiscal considerable y distorsionando la asignación de recursos.  El sector eléctrico está también abierto a la participación privada.  Durante el período bajo examen, el sector fue afectado por el alto grado de concentración y problemas de supervisión.  En años recientes se han adoptado medidas para mejorar la coordinación institucional y la supervisión del sector eléctrico. 
3. En el contexto del acuerdo sobre el sector automotor con Venezuela y Ecuador, la industria automotriz ha continuado beneficiándose de medidas de asistencia tales como aranceles de hasta el 35 por ciento para vehículos ensamblados y del 0 por ciento para vehículos por montar, prohibiciones a la importación de vehículos usados, y tasas del IVA más altas para ciertos vehículos importados. 
4. Colombia adoptó compromisos específicos en 5 de los 12 sectores en el Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS).  También suscribió el cuarto y quinto protocolos (sobre telecomunicaciones y servicios financieros), asumiendo compromisos relativos al Documento de Referencia sobre los principios de regulación en telecomunicaciones.  Esto ha contribuido a la seguridad y estabilidad jurídicas en el sector de servicios pero Colombia podría magnificar estos beneficios ampliando sus compromisos multilaterales en sectores excluidos y disminuyendo la marcada diferencia que existe entre sus compromisos en el marco del AGCS y el régimen jurídico aplicado, que se ha beneficiado de un profundo proceso de liberalización.  Las autoridades señalaron que a través de la oferta inicial revisada presentada por Colombia en el marco de las negociaciones de la Ronda de Doha, Colombia estaría adquiriendo compromisos importantes de consolidaciones para reforzar el proceso de apertura en los servicios. 
5. Colombia ha continuado a adoptar reformas encaminadas a aumentar la competencia en el sector de las telecomunicaciones, dando fin al monopolio que existía en el sector de la larga distancia y al duopolio en el sector de la telefonía móvil.  Este proceso ha sido acompañado de un aumento en la inversión privada y una reducción de la participación del Estado en el sector.  Sería importante continuar el proceso de reformas, particularmente con miras a reducir la dispersión normativa y distinciones entre distintos tipos de servicios que obstaculizan la evolución tecnológica y la convergencia de servicios y redes.

6. En el sector financiero, el número de entidades se ha reducido drásticamente desde el último examen de Colombia, debido principalmente al cierre y la fusión de varias entidades durante el período de crisis del sector y la subsiguiente consolidación alrededor de varios bancos comerciales.  La estrategia de reestructuración y racionalización del Estado ha resultado en una disminución drástica de su participación en el sector.  Han mejorado los indicadores prudenciales bancarios, en gran medida como resultado de reformas al marco de regulación y supervisión.  No existen limitaciones legales a la participación del capital extranjero en bancos comerciales o empresas de seguros.  La celebración de operaciones de seguros con empresas domiciliadas en el extranjero no está permitida sin una autorización especial.

7. Colombia ha simplificado el marco institucional del sector del transporte pero persisten ciertos problemas relacionados con la gestión.  El transporte marítimo desempeña una función fundamental en el comercio internacional colombiano.  El acceso al mercado de transporte marítimo de cabotaje está limitado a empresas constituidas en Colombia, aunque no existen límites a la participación extranjera en dichas empresas.  La reforma del sistema portuario iniciada en 1991 ha resultado en mejoras de la productividad de los puertos y una disminución de las tarifas.

8. Aunque los volúmenes de carga transportados por vía aérea son pequeños, su valor unitario es elevado.  El transporte aéreo de cabotaje está reservado a las aeronaves explotadas por empresas domiciliadas en Colombia;  no existen límites a la participación extranjera en dichas empresas, aunque se regula el número de operadores y frecuencias en rutas nacionales.  En el marco de una política de descentralización encaminada a aumentar las inversiones en infraestructura, se han otorgado en concesión la administración de varios aeropuertos, incluyendo a entidades con participación extranjera.
9. Existen alrededor de 60 profesiones reglamentadas en Colombia.  Por lo general, las normas que rigen cada profesión prevén la creación de colegios, consejos y tribunales profesionales adscritos a un ministerio y encargados de la inspección, control y vigilancia de cada profesión.  En principio, los profesionales en posesión de títulos otorgados en el exterior deben convalidarlos antes de poder ejercer en Colombia, aunque los arquitectos e ingenieros pueden ejercer temporalmente en Colombia sin satisfacer este requisito.  
3) Sector Agropecuario
i) Características generales

10. Entre 1996-03, el sector agropecuario aportó, en promedio, el 13,7 por ciento al PIB.
  Durante el mismo período, las principales actividades del sector, en términos de la contribución al valor agregado total agropecuario, fueron: animales vivos y productos animales (38,9 por ciento);  café (sin tostar no descafeinado) (13 por ciento);  productos de silvicultura y extracción de madera (1,3 por ciento);  y otros productos (46,8 por ciento).  

11. En su conjunto, el sector agropecuario durante 1996-03 creció lentamente con tasas medias anuales del 0,8 por ciento aunque en años recientes el crecimiento se ha acelerado.  Como es típico en otros países de la región, en la agricultura colombiana coexisten sectores de autoconsumo
 poco vinculados a la activad de mercado junto con un sector moderno
 que abastece tanto mercados internos como externos.

12. En el período 1996-04, las exportaciones agropecuarias representaron en promedio el 27,9 por ciento de las exportaciones totales de Colombia (ver capítulo I, cuadro AI.1).  Durante dicho período, tres productos continuaron concentrando las principales exportaciones con un poco menos del 70 por ciento del promedio de exportaciones agropecuarias:  café sin tostar (36,7), bananas (13,5) y flores y plantas (17,5).  En el mismo período, las importaciones agropecuarias representaron en promedio el 14 por ciento de las importaciones totales de Colombia.  Los principales productos agropecuarios importados fueron el maíz (13), el trigo (7,7), las tortas de semillas oleaginosas (5,9) y fríjol soya (4,6). 

13. La situación de inseguridad que ha persistido en Colombia ha afectado la producción agropecuaria de diferentes regiones y ha limitado la implementación de planes de desarrollo sectorial.  Dentro de este contexto, se distingue entre la agricultura lícita y la ilícita referida esta última a cultivos ilícitos y estupefacientes.  Según las autoridades
, se está consolidando una tendencia hacia un sector agropecuario lícito que fortalece la agricultura formal.  El área de los cultivos ilícitos alcanzó su nivel máximo en 2000, cuando llegó a unas 140.000 ha.
  Se informó que los programas de erradicación han logrado disminuir extensiones de 31.285 ha de coca y 497 ha de amapola en 2005 en las áreas totales dedicadas a cultivos ilícitos.
b) Marco legal y objetivos de política
14. Según lo define el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural (MADR), la política del sector agropecuario está dirigida a (i) mejorar la situación del sector consistente con el objetivo de alcanzar competitividad en los mercados internos y externos;  (ii) lograr la armonía entre las acciones estatales y las iniciativas privadas;  y (iii) beneficiar con el desarrollo agropecuario a toda la sociedad rural.  Los supuestos de la política toman en cuenta, entre otros, que el modelo de desarrollo ha cambiado en el marco de un nuevo contexto internacional y que la globalización de las economías es un proceso irreversible que determina, en gran medida, las acciones nacionales.

15. La entidad responsable de formular la política del sector agropecuario es el MADR.  Los principales organismos adscritos que desarrollan dicha política son el Instituto Colombiano Agropecuario (ICA) y el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (INCODER).  
16. Entre las principales leyes emitidas para el sector durante el período 1997-06 se encuentran la Ley N° 812 de 2003 del Plan Nacional de Desarrollo 2003-06;  la Ley N° 676 de 2001 en relación al redescuento de operaciones de crédito ante el Fondo para el Financiamiento del Sector Agropecuario;  y la Ley N° 510 de 1999 en relación con el sistema financiero y asegurador y el mercado público.  Otras disposiciones importantes emitidas en años recientes incluyen el Decreto N° 430 de 2004 que crea el Mecanismo Público de Administración de Contingentes Agropecuarios;  los Decretos N° 3672 y N° 1310 de 2003 que establecen requisitos de licencia previa de importación;  el Decreto N° 1290 de 2003 que suprime el Fondo de Cofinanciación para la Inversión Rural;  el Decreto N° 1618 de 2002 sobre el Banco Agrario de Colombia;  el Decreto N° 1395 de 2002 sobre estatutos del Fondo para el Financiamiento del Sector Agropecuario;  el Decreto N° 1257 de 2001 que adopta el Programa Nacional de Reactivación Cafetera;  el Decreto N° 1413 de 2000 que establece nuevas operaciones para el Fondo de Financiamiento del Sector Agropecuario;  el Decreto N° 2478 de 1999 que modifica la estructura del MADR;  y el Decreto N° 1615 de 1998 sobre el Incentivo a la Mediana y Pequeña Producción Ganadera.
  
c) Medidas arancelarias

17. En 2006 el sector agropecuario y pesca (considerado bajo la definición CIIU) gozaba de un nivel de protección arancelaria promedio del 11,9 por ciento (véase III 2) iv)).  Con el objetivo de estabilizar el costo de importación de un grupo de productos agropecuarios, Colombia implementó (Decreto N° 547 de 1995) el Sistema Andino de Franja de Precios (SAFP) en el contexto de la Decisión N° 371 de 1994 de la Comisión del Acuerdo de Cartagena.  En 2006, 157 fracciones arancelarias de diez dígitos del SA estaban sujetas al SAFP
, correspondientes a las siguientes secciones del SA (se indica entre paréntesis el número de fracciones arancelarias de diez dígitos):  carne de cerdo (11);  trozos de pollo (12);  leche entera  (27);  trigo (8);  cebada (3);  maíz amarillo  (23);  maíz blanco (2);  arroz blanco (4);  soya en grano (16);  aceite crudo de soya (17);  aceite crudo de palma (23);  azúcar crudo (2);  azúcar blanco (9).  La lista de productos sujetos al SAFP sólo puede ser modificada por decisión de la Comisión de la Comunidad Andina.

18. En la aplicación del SAFP, los derechos arancelarios se determinan en función de la posición del precio de cada producto observado en un mercado internacional de referencia respecto de la "franja", compuesta de los precios "piso" y "techo" fijados a partir de precios históricos.  Los mercados de referencia están definidos en el Anexo 1 de la Decisión N° 371 de la Comunidad Andina.  En caso que el precio en el mercado internacional de referencia se sitúe por debajo del precio piso, se aplica el tipo del arancel externo común más un recargo.  Si el precio de referencia en el mercado internacional está por encima del precio techo, se aplica una rebaja al arancel externo común.  Finalmente, si el precio de referencia es igual o se encuentra entre los precios techo y piso, se aplica el arancel externo común.

19. Cada 15 días, la Secretaría General de la Comunidad Andina identifica los 13 precios internacionales de referencia, uno para cada uno de los productos "marcadores", es decir, arroz, cebada, maíz amarillo, maíz blanco, soja, trigo, aceite crudo de soja, aceite crudo de palma, azúcar crudo, azúcar blanco, leche, carne de cerdo y trozos de pollo.  Los precios piso de la franja resultan del promedio de los precios observados en los distintos mercados de referencia durante los últimos 60 meses, ajustados según un porcentaje de la desviación típica durante el período.  Los precios techo se obtienen sumando una desviación típica al precio piso.  Los precios piso y techo permanecen en vigor por un año.  Las fórmulas de cálculo de los derechos arancelarios y todos los aspectos operativos están definidos en los capítulos V y VI de la Decisión N° 371 de la Comunidad Andina.

20. Los productos que no son marcadores pero que están sujetos al SAFP se denominan productos "vinculados" los cuales son sustitutos de los productos marcadores o son derivados procesados de los mismos.  Los aranceles que se aplican a los productos vinculados se determinan en función del arancel que se aplica al producto marcador correspondiente y la diferencia entre el tipo del arancel externo común que se aplica a los productos marcadores y a los vinculados.

21. Para efectos del valor empleado para determinar los derechos arancelarios aplicados a los productos marcadores, el Memorando 00338 de 30 de abril de 2003 de la DIAN establece que a partir del 1° de mayo de 2003 no se aplican precios mínimos oficiales para la valoración en aduanas (véase III 2) ii)).  El gravamen arancelario se determina sobre el valor c.i.f. en aduana de acuerdo a los métodos previstos en el Acuerdo sobre Valoración en Aduanas de la OMC.  
22. La Decisión N° 430 de 1998 de la Comisión de la Comunidad Andina establece que los tipos arancelarios que resultan de la aplicación del SAFP no pueden ser superiores a los tipos consolidados en el marco de la OMC.
23. El cuadro AIV.1 presenta la información sobre los productos agropecuarios sujetos al SAFP y el impacto de la aplicación del SAFP sobre los aranceles aplicados NMF.
24. Colombia cuenta con el derecho a administrar contingentes arancelarios en el marco del compromiso de oportunidades de acceso mínimo contenido en el Acuerdo de la OMC sobre la Agricultura con respecto a los productos contenidos en la sección I-B de la Lista LXXVI.  Colombia ha presentado a la OMC 13 notificaciones relativas a sus contingentes arancelarios en el período 1997-junio 2006.
  

25. El derecho a administrar contingentes arancelarios se extiende a los productos que se enumeran en el cuadro AIV.2.  Para los productos sujetos a contingentes de "acceso actual" correspondientes a 57 partidas se mantuvieron tasas arancelarias intracuota inferiores a las tasas arancelarias fuera del contingente hasta 2004.  A partir de ese año, gracias a los compromisos de reducción de los aranceles consolidados fuera del contingente, estos han igualado los valores de las tasas arancelarias que se mantenían dentro de dichos contingentes de acceso actual.

26. Colombia notificó a la OMC
 que en 2005 administró contingentes arancelarios para maíz (amarillo y blanco), arroz (con cáscara, descascarillado, semiblanqueado o blanqueado, partido), sorgo, frijol soya, algodón, carne bovina (fresca, congelada, despojos comestibles) y trozos de aves.  Para la mayor parte de dichos productos, los contingentes de importación se distribuyeron a través del Mecanismo de Administración de Contingentes Agropecuarios (ver MAC infra).  En el caso de la carne bovina, el contingente de importación se distribuyó entre los importadores históricos y una proporción entre los nuevos importadores.  
27. En el caso de trozos de aves, la asignación de contingentes arancelarios está condicionada a la obtención de una licencia de importación emitida por el Comité de Importaciones del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, que se aprueba teniendo en cuenta el criterio de protección a la producción nacional.

28. Por medio del Decreto N° 430 de 2004 (y modificaciones) se estableció el Mecanismo de Administración de Contingentes Agropecuarios (MAC).
  Este Mecanismo establece las condiciones para realizar importaciones a tasas de aranceles intracuota.  El arancel dentro del contingente se establece a un nivel inferior al arancel resultante de aplicar el SAFP sobre productos sujetos a este mecanismo o inferior al arancel NMF
 para los demás productos sujetos al MAC.  El arancel extracuota corresponde al arancel NMF.
29. El contingente anual es el volumen estimado de importaciones requeridas para cada subpartida arancelaria que se distribuye cada año mediante contingentes asignados entre los importadores que participan en las subastas.  La asignación de las cantidades de contingente anual se distribuye en las diferentes fechas cuando se abren los contingentes.  

30. El Artículo 1
 del Decreto N° 1847 de 2005 define un Índice Base de Subasta Agropecuaria (IBSA) como el producto de dividir la demanda por importaciones entre la demanda de producción nacional.  Se entiende por demanda de importaciones, las solicitudes de importación para abastecer las necesidades del mercado doméstico que no pueden ser suplidas con producción nacional.  La demanda de producción nacional corresponde a la compra de producción nacional.  Para tener acceso a participar en la asignación de los contingentes de importación, los participantes deben inscribirse ante el MADR para hacer los trámites como Importadores y Procesadores de Materias Primas Agropecuarias.  
31. Los contingentes de importación se distribuyen entre los importadores que ofrezcan los menores IBSA, es decir, entre los importadores que ofrezcan adquirir el mayor volumen de producción nacional para un volumen de contingente determinado, de acuerdo al mecanismo de subastas públicas.  

32. Los Consejos de las Cadenas Productivas recomiendan al MADR un IBSA de referencia.  El IBSA de referencia fijado por el MADR sirve de base para que la Bolsa Nacional Agropecuaria (BNA) establezca índices máximos y mínimos.  Las ofertas deben estar entre dichos máximos y mínimos para ser consideradas como válidas.  Adicionalmente al recomendar el IBSA de referencia, los Consejos de las Cadenas Productivas recomiendan al MADR, antes del 1° de diciembre de cada año, el contingente y el arancel intracuota.  

33. El Comité de Asuntos Aduaneros, Arancelarios y de Comercio Exterior recomienda al Gobierno Nacional, antes del 31 de diciembre, el arancel intracuota y el contingente anual para el siguiente año, previa aprobación del costo fiscal máximo por parte del Consejo Superior de Política Fiscal.
  Sobre dicha base, para cada subasta, los Consejos de las Cadenas Productivas, recomiendan a la Comisión Interinstitucional del MAC los montos de los contingentes.  Previa aprobación de la Comisión Intersectorial del MAC, el MADR adopta el contingente y encomienda a las Bolsas de Productos Agropecuarios la realización de las subastas, para lo cual les informa 25 días antes de la fecha de iniciación de cada subasta y publica diez días antes de la realización de la misma la lista de los importadores inscritos para participar en la subasta.  

34. El cuadro IV.1 indica los tipos de productos sobre los cuales ha existido la posibilidad de aplicar contingentes arancelarios y el SAFP.

Cuadro IV.1
Grupo de productos agropecuarios sujetos a contingentes arancelarios y al SAFP
	Productosa
	Contingente arancelario OMC
	Franja andina de precios
	Número de líneas arancelarias 

	Arroz
	Si
	Sí
	4;  4b

	Maíz amarillo
	Si
	Sí
	1;  23 b

	Maíz blanco
	Si
	Sí
	1;  2 b

	Algodón
	No
	No
	4

	Azúcar blanco
	No
	Si
	9

	Azúcar crudo
	No
	Si
	2

	Fríjol
	No
	No
	9

	Cebada
	No
	Si
	3

	Soya amarilla
	Si
	Si
	1;  16b

	Trigo
	No
	Si
	8

	Sorgo
	No
	Si
	1

	Leche entera
	Si
	Si
	14;  16

	Aceite de palma
	No
	Si
	23

	Aceite de soya
	No
	Si
	17

	Carne deshuesada, fresca o refrigerada
	Si
	No
	2

	Despojos y vísceras de bovino
	Si
	No
	8

	Carne de cerdo
	No
	Si
	11

	Trozos de pollo
	No
	Si
	12

	Demás alimentos para perros y gatos
	Si
	No
	1

	Dextrina y demás almidones
	No
	Si
	2

	Materiales vegetales
	No
	No
	..

	Residuos del cernido
	No
	No
	..

	Jugos de fruta
	No
	No
	..

	Malta
	No
	Si
	Incluida franja cebada

	Semillas de girasol
	No
	Si
	Incluida franja aceite de soya

	Semillas de lino
	No
	No
	..

	Mantequilla
	No
	Si
	4

	Queso y requesón
	No
	Si
	5

	Grasas y aceites
	No
	No
	..

	Margarina
	No
	Si
	1

	Aceite de cacahuete
	No
	Si
	Incluida franja aceite de soya

	Aceite de coco
	No
	Si
	Incluida franja aceite de palma

	Aceite de nabina
	No
	Si
	Incluida franja aceite de soya

	Ácidos grasos
	No
	No
	..

	Manteca de cerdo
	No
	..
	Incluida franja aceite de palma

	Estearina solar
	No
	..
	Incluida franja aceite de palma


..
No disponible.

a
Algunas líneas arancelarias pueden diferir en los contingentes y en el SAFP.

b
Número de líneas arancelarias sujetas a contingentes y/o bandas de precio. 

Fuentes:
Elaborado por la Secretaría en base a información suministrada por las autoridades y a la Lista de concesiones del 
Acuerdo sobre Agricultura de la OMC. 
35. Colombia se reservó el derecho a utilizar la salvaguardia especial agrícola prevista en el Acuerdo sobre la Agricultura en relación a todos los productos enumerados en el cuadro IV.1, pero en la práctica nunca ha aplicado dichas medidas.  Por otro lado, como se informa en el capítulo III 2) viii) d), a nivel de la Comunidad Andina, Colombia ha aplicado medidas de salvaguardia a las importaciones que se realizan en condiciones preferenciales de arroz, azúcar y aceites vegetales proveniente de países andinos.
36. Dentro del Tratado de Libre Comercio que Colombia firmó con países del MERCOSUR en 2005, se establecieron contingentes dentro de los cuales se otorga una tasa preferencial a la carne, la leche, la confitería y chocolatería (otorgado solamente a Argentina) y los procesados de carne. 
d) Convenios de absorción
37. De acuerdo con la Constitución (Artículos 64, 65 y 66), para promover el desarrollo de las actividades agrícolas, ganaderas y pesqueras, mejorar los ingresos y el nivel de vida de los productores nacionales, e incrementar la competitividad del sector, Colombia aplicó una política de absorción nacional a la producción agrícola.  En el marco de esa política, el precio que ofrecían las industrias transformadoras al agricultor era superior al del mercado;  como compensación, las industrias transformadoras recibían una reducción arancelaria sobre sus importaciones.  
38. Mediante el Decreto N° 2524 de 1994, se estableció y reguló un sistema compensatorio en desarrollo de la Ley N° 101 de 1993 (Descuento Arancelario Específico Equivalente) que buscaba otorgar una compensación a los importadores de trigo, cebada, maíz y sorgo que absorbieran la producción nacional de dichos productos.  Dicho mecanismo sólo operó en 1995, año en el cual se otorgó una compensación por 8 millones de dólares EE.UU. 
39. Como se detalla en el capítulo III 4) v) b), en 1995 Colombia notificó
 a la OMC la política de absorción de la producción agropecuaria como medida en materia de inversiones relacionadas con el comercio (MIC), y obtuvo una prórroga para eliminar dicha medida a más tardar el 31 de diciembre de 2003.
  El Decreto N° 1473 de 2004 derogó el Decreto N° 2439 de 1994 que establecía vistos buenos para la importación de productos sujetos a política de absorción.  Las autoridades informaron que, como resultado, ya no se establecen convenios de absorción de cosechas.  

e) Ayuda interna y subvenciones
40. En las notificaciones presentadas a la OMC relativas a los compromisos en materia de ayuda interna, Colombia indicó que concedió subvenciones cada año durante el período 1996-03.
  Según lo notificado por Colombia a la OMC, los montos de la Medida Global de la Ayuda Total otorgados estuvieron muy por debajo de los máximos en los compromisos de Colombia.  En su última notificación sobre compromisos de ayuda interna
, Colombia notificó que las medidas del compartimiento caja verde incluyeron ayuda ofrecida como servicios generales y asistencia regional.  Las medidas notificadas que están clasificadas bajo trato especial y diferenciado incluyeron subvenciones a la inversión de disponibilidad general y ayuda para estimular la diversificación con objeto de abandonar los cultivos de los que se obtienen estupefacientes ilícitos.
41. Con base en lo dispuesto por la Ley N° 101 de 1993, el Gobierno otorgó entre 2001 y 2003 un apoyo directo a los caficultores como complemento al precio interno (AGC), habiendo apropiado Col$284.297 millones (alrededor de 111 millones de dólares EE.UU.).
42. En las notificaciones presentadas a la OMC en materia de subvenciones a las exportaciones agrícolas, Colombia indicó que concedió subvenciones a la exportación de productos agrícolas en 1996, 1997 y 1998.

f) Comercialización y precios

43. Existe un precio mínimo de garantía para el algodón.  Esta política busca mejorar la competitividad del sector algodonero y mitigar los impactos de distorsiones en el mercado internacional.  La Resolución N° 051 de 2003 del Ministerio de Agricultura dictaminó medidas para regular el mercado de la leche incluyendo precios mínimos de referencia y cuotas según lo establece el Acuerdo 007 de 2002 del Consejo Nacional Lácteo, medida que operó hasta mediados de 2005.  Precios mínimos de garantía e intervención a nivel semestral para el período 1992-98 se utilizaban en relación de una lista de productos que incluía ajonjolí, arroz Tipo I (Paddy, IR 22, Oryzica), cebada, fríjol, maíz amarillo, maíz blanco, sorgo, soya, trigo, girasol y yuca seca.
  El Fondo de Compras de Cosechas fue eliminado mediante el Decreto N° 1675 de 1997 y no ha sido sustituido por otro mecanismo de compra gubernamental. 
44. La Bolsa Nacional Agropecuaria (BNA) continúa funcionando como un mercado público de productos, bienes y servicios agropecuarios.  La BNA es una sociedad de economía mixta con participación mayoritaria privada.  En 2005 la BNA y el Fondo para el Financiamiento del Sector Agropecuario (FINAGRO) firmaron un acuerdo que autorizó el Fondo Agropecuario de Garantías para respaldar las operaciones realizadas a través de la BNA para contratos forward simples y contratos a término que se realicen en el mercado abierto.  La BNA también tiene acuerdos con el MADR para ejecutar los programas de apoyo e incentivo a la comercialización.  En dicho marco, la BNA realizó pagos por concepto de incentivo de almacenamiento de arroz, algodón, y pagos de precio mínimo de sustentación establecido por el Gobierno.
  En enero de 2006 con el programa conjunto BNA/MADR de Forward con Coberturas, se reconoce un incentivo destinado a la adquisición de instrumentos de cobertura que cubran la caída del precio y la tasa de cambio por debajo de un nivel piso para los agricultores y el incremento de los mismos por encima de un nivel techo, para los compradores.

45. El Fondo Nacional del Café ofrece un servicio de garantía de compra a los productores de café que se ejerce a través de un sistema articulado entre el Fondo, Almacafé y las Cooperativas que tiene como objetivo crear un piso al mercado, de tal manera que el productor reciba el mejor precio posible.  Para su ejecución se requiere la articulación institucional que se inicia en el Fondo Nacional del Café y culmina en el punto de compra de la Cooperativa.

g) Financiamiento y seguros
46. El Gobierno mantiene programas de apoyo al crédito rural a través de líneas especiales de crédito de FINAGRO otorgando crédito a las poblaciones más vulnerables
 en condiciones favorables de crédito en cuanto a plazos, períodos de gracia, garantías requeridas y tasas de interés, al compararlas frente a los créditos de consumo o de libre inversión en otros sectores de la economía.  

47. En la aplicación de la Ley N° 16 de 1990 (creación de FINAGRO) y los Decretos N° 1447 y N° 1281 de 1999 (Fondo Agropecuario de Garantías, FAG), existen distintos incentivos que se otorgan a través de tasas de interés que son reglamentadas
 por FINAGRO en operaciones de redescuento, de fondos disponibles de inversiones forzadas
 de intermediarios financieros (créditos en sustitución de inversiones obligatorias o constitutivos de cartera agropecuaria).  En 2005 los créditos totales otorgados por FINAGRO alcanzaron alrededor de 951,3 millones de dólares EE.UU. de los cuales el 60,7 por ciento fueron para inversiones, el 32,6 por ciento para capital de trabajo y el 6,7 por ciento para la normalización (reestructuración y refinanciación) de cartera. 

48. Tanto las colocaciones como la cartera agropecuaria de FINAGRO han mostrado un crecimiento importante en años recientes.
  Los créditos a los pequeños agricultores mostraron los crecimientos más importantes, alcanzando 276,2 millones de dólares EE.UU. en 2005.  Sin embargo, la mayoría de las operaciones se destinaron para productores involucrados en alianzas estratégicas en las cuales los beneficiarios pueden corresponder en una proporción importante a pequeños productores.  Dichas operaciones totalizaron 675,2 millones de dólares EE.UU. en 2005.  Según las autoridades, FINAGRO no tuvo pérdidas en el período 2000-05.
49. Asimismo se han organizado programas especiales para refinanciación de deudas entre los cuales se destaca la compra de cartera de los pequeños agricultores ante situaciones de calamidad, para lo cual en 2004 FINAGRO inició la recuperación de una cartera en mora de alrededor de 57 millones de dólares EE.UU.
  El Fondo de Solidaridad Agropecuario (FONSA) destinó en 2003 un presupuesto de Col$8.000 millones (alrededor de 3 millones de dólares EE.UU.) para atender problemas de damnificados por riesgos climáticos, problemas fitosanitarios o plagas y alteraciones de orden público.
  
50. El Programa Nacional de Reactivación Agropecuaria (PRAN) con recursos por Col$160.000 millones (1999) (alrededor de 91 millones de dólares EE.UU.) es un programa para rehabilitar a pequeños y medianos productores morosos como sujetos de crédito.
  A diciembre de 2005 se desembolsaron Col$130.000 millones (alrededor de 56 millones de dólares EE.UU.).
51. En agosto de 2005 el Gobierno anunció las siguientes tres medidas adicionales dentro de los programas de apoyo al sector:  (i) una nueva línea de crédito de FINAGRO dirigida a los exportadores agropecuarios;  (ii) la ampliación de la cobertura del FAG a las operaciones de la Bolsa Nacional Agropecuaria;  y (iii) la ampliación del volumen de operaciones que cubre el FAG.
  
52. En años recientes el Ministerio de Agricultura flexibilizó las condiciones para tener acceso al programa de cobertura cambiaria que opera a través del Banco Agrario.  Desde enero de 2006 existe igualmente un programa de coberturas cambiarias para los principales productos de exportación agropecuarios
 con la Cámara de Compensación de la BNA.  Para productores de maíz amarillo, sorgo y soya se ofrece además un programa de cobertura ante variaciones de precios internacionales.  El MADR ofrece apoyo directo de hasta el 80 por ciento del costo de la prima de las opciones “put” que ofrezca la BNA, pero en ningún caso la suma subsidiada por el programa puede ser superior a Col$80 por dólar EE.UU. cubierto.

53. El Incentivo a la Capitalización Rural (ICR)
 es un aporte monetario abonado al crédito que tiene como objetivo apoyar la modernización de la producción agropecuaria.  Para pequeños productores el porcentaje del incentivo es de hasta 40 por ciento del valor de la inversión y hasta un 20 por ciento para otros productores.  El ICR está sujeto a tener una operación de redescuento con FINAGRO;  entre 1994-04 se pagó por ICR 81,9 millones de dólares EE.UU.
 En 2005 fueron pagados 4.900 incentivos por un valor de Col$26.380 millones equivalente a cerca de 10,9 millones de dólares EE.UU.  La apropiación del ICR para 2006 es de Col$33.750 millones.
h) Otras medidas

54. La Contribución Cafetera, que se carga sobre el café suave exportado
, genera recursos que el Fondo Nacional del Café utiliza para financiar servicios al caficultor de extensión agrícola,  investigación y desarrollo, promoción, publicidad y especialmente la garantía de compra de la cosecha al productor.  La contribución tiene un piso de 0,02 dólares EE.UU. cuando el precio está en 0,40 dólares EE.UU. y un techo de 0,04 dólares EE.UU., cuando el precio llega a 0,80 dólares EE.UU. por libra.  Una contribución adicional de 0,02 dólares EE.UU., vigente hasta el 31 de diciembre de 2006, se estableció para sanear el Fondo Nacional del Café.  La Ley N° 788 de 2002 estableció asimismo una contribución de 0,03 dólares EE.UU. por libra de café exportado cuando el precio del café suave es igual o mayor a 0,95 dólares EE.UU. por libra;  esta última contribución se debe destinar a estabilizar el ingreso del caficultor a través del precio interno.  En el 2006 no se ha utilizado éste instrumento. 
55. Varios productos agropecuarios han estado sujetos a una serie de requisitos de importación que incluyen licencias (automáticas y no automáticas), vistos buenos, registro de importación (ver III 2) vii)) y permisos fito y zoosanitarios (ver III 2) x)).

56. En relación a condiciones fitosanitarias, el Ministerio de Agricultura creó un incentivo para flores y banano que ofrece recursos a los productores para apoyar gastos relacionados con el adecuado manejo fitosanitario de los cultivos y combatir ciertas plagas.
57. En años recientes la inversión en ciencia y tecnología agropecuaria se ha realizado a través de varios programas que contaron con un presupuesto de Col$508.672 millones entre 2002-06 (alrededor de 190,5 millones de dólares EE.UU.).
58. La Ley N° 811 de 2003 creó las organizaciones de cadena en el sector agropecuario, forestal, acuícola, pesquero, coordinadas por el MADR.  Dicho sistema se basa en la Ley N° 101 de 1993 que introdujo la organización de cadenas productivas en estos sectores.  Se busca de esta forma que los Convenios de Competitividad exportadora de carácter agroindustrial sean coordinados bajo el esquema de Acuerdos de Competitividad del MADR, con la participación de este Ministerio en los temas de fortalecimiento industrial, eslabonamientos y asociatividad, entre otros.
59. Las exportaciones de banano de Colombia a la Unión Europea (UE) se realizaron bajo un sistema de contingentes arancelarios.  Las autoridades indicaron que a partir del 2006, la UE estableció una tarifa NMF de 176 euros/tonelada y un contingente con franquicia arancelaria para 775 mil toneladas de banano provenientes de los países ACP.  Igualmente las autoridades mencionaron que este nuevo régimen es objeto de evaluación por parte de Colombia, en consideración a su conformidad con las normas de la OMC y los posibles efectos negativos para sus exportaciones.  
60. En 2006, los Estados Unidos asignaron a Colombia el 2,3 por ciento de la cuota de su contingente arancelario para el azúcar de caña equivalente a 27.907 toneladas.
  El contingente de exportación de azúcar a los EE.UU. lo administra el MCIT quien asigna el cupo de acuerdo a las solicitudes presentadas por los exportadores.
4) Minería, excluyendo los Hidrocarburos

61. El sector minero (explotación de minas y canteras, incluyendo carbón) siguió una trayectoria de crecimiento variable durante el período 1996-04.  La contribución del sector al PIB se mantuvo relativamente constante hasta 2003, cuando un fuerte crecimiento de la producción incrementó dicha participación del 2,0 por ciento a un 2,8 por ciento.  El sector minero es un importante generador de ingresos de exportación (ver el capítulo I).  Colombia es el principal productor y exportador de carbón de América Latina y uno de los principales exportadores mundiales de esmeraldas.  Otros productos mineros producidos por Colombia son el oro, el ferroníquel, el cemento, el acero y el platino.  
62. En los últimos años el Gobierno disminuyó fuertemente su participación directa en la producción minera a través de la liquidación de empresas como Carbocol y Minercol.
  El sector de la minería no petrolero a finales de 2005 estaba casi enteramente en poder del sector privado. 
63. La extracción de carbón está a cargo principalmente de las empresas Carbones del Cerrejón y La Loma, las cuales representan aproximadamente el 92,3 por ciento de la producción Colombiana.  En 2004, Colombia produjo 53,6 millones de toneladas de carbón, nivel que representó su mayor producción histórica;  Carbones del Cerrejón aportó 24,9 millones de toneladas, las cuales fueron todas exportadas.  
64. La política nacional en materia de exploración, transformación y distribución de minerales es formulada, implementada y reglamentada por el Ministerio de Minas y Energía (MME).  El Instituto Colombiano de Geología y Minería (Ingeominas), es responsable, inter alia, por otorgar títulos mineros y vigilar el cumplimiento de las obligaciones por parte de los titulares, recaudar regalías, y realizar exploración básica para el conocimiento del potencial de recursos del subsuelo Colombiano.
  
65. El Artículo 332 de la Constitución estipula que los recursos naturales no renovables son propiedad inalienable e imprescriptible del Estado.
  El Estado puede autorizar la ejecución de actividades mineras a entidades privadas, nacionales o extranjeras.  El Código de Minas (Ley N° 685 de 2001) garantiza el principio de trato nacional para los inversionistas extranjeros.
  Para la celebración del contrato de concesión de exploración minera, las empresas extranjeras deben establecer una subsidiaria domiciliada en Colombia.
66. El Código de Minas adoptado en 2001 introdujo reformas significativas al marco reglamentario.  El nuevo Código define las contraprestaciones económicas y establece que el contrato no será modificado en ningún aspecto por ninguna ley posterior.
  También fueron introducidas facilidades de trámites e informes de orden técnico y operativo.  El nuevo Código también estableció el Fondo Nacional de Regalías.

67. El Decreto N° 4743 de 2005 prorrogó por cinco años la exención de gravámenes arancelarios para las importaciones de equipos y maquinaria destinados a la exploración de minerales.  Bajo un esquema de acreditación de exportaciones mineras como productos verdes, las empresas que invierten no menos del 5 por ciento del valor f.o.b. de sus exportaciones anuales en proyectos forestales tienen derecho a que dichas inversiones estén exentas de todo tipo de impuestos.

68. Las actividades mineras están sujetas a los impuestos generales y a dos tributos exclusivos, canon y regalía.  Los concesionarios están sujetos al pago anual del canon superficiario correspondiente a la totalidad del área de las concesiones.  El valor del canon varía de uno a tres salarios mínimos día por hectárea de acuerdo con el tamaño del área.  El Código de Minas también establece el pago de una regalía por la explotación de los minerales.  Ésta consiste en un porcentaje, fijo o progresivo, del producto bruto explotado objeto del título minero, calculado en boca de mina. 

69. El gravamen sobre las exportaciones de esmeraldas
 es un cargo establecido para financiar programas de desarrollo de la industria y de desarrollo social y económico en las zonas productoras.  El recaudo y administración de dicho programa están a cargo del Fondo Nacional de Esmeraldas.
5) Hidrocarburos (incluyendo derivados del petróleo)

70. En 2004, el sector del gas, petróleo crudo y sus derivados contribuyó alrededor del 3,0 por ciento del PIB y poco más de una cuarta parte de las exportaciones.  La  producción de petróleo crudo cayó de 297 millones de barriles en 1999 (el máximo histórico) a 192 millones de barriles en 2005.  Durante el mismo período las reservas probadas de hidrocarburos pasaron de 2.289 a 1.453 millones de barriles.  Las proyecciones oficiales estiman que sin nuevos descubrimientos Colombia será un importador neto de hidrocarburos en diez años.
  Aunque las dificultades de seguridad pública llegaron a ser un problema para la exploración, el número de atentados ha disminuido considerablemente en los últimos dos años. 
71. La producción de petróleo crudo en Colombia la realiza ECOPETROL de manera directa o en contratos de producción con compañías petroleras privadas.  La participación que ECOPETROL mantuvo en los volúmenes producidos alcanzó aproximadamente un 70 por ciento en 2005.  La infraestructura de refinación, transporte, importación y almacenamiento son en su mayoría operadas por ECOPETROL.  Colombia posee una red de oleoductos con 4.866 km de extensión de propiedad tanto privada como de ECOPETROL.  En 2006 Colombia contaba con tres refinerías de petróleo, todas propiedad de ECOPETROL, con una capacidad de refinación cercana a 305.000 barriles de petróleo por día.
72. En el mercado de gas natural, ECOPETROL contribuye con más del 60 por ciento de la producción, la compañía Chevron-Texaco con el 19 por ciento y el resto de los productores con el 21 por ciento.  Según las autoridades, esta concentración de la producción de gas natural en pocas empresas plantea un obstáculo para la liberalización de los precios en boca de pozo.  El transporte de gas natural está concentrado entre la compañía estatal Ecogas y la empresa privada Promigas.  La producción y el transporte de gas licuado de petróleo (GLP) depende únicamente de ECOPETROL.  El principal consumidor de GLP es el sector residencial, 32 empresas distribuidoras operan para dar servicio a dicho sector.
73. En 2005, los precios al productor de la gasolina y el diésel estuvieron un 38 por ciento y un 50 por ciento, respectivamente, por debajo de los precios referentes de paridad del mercado del golfo de los EE.UU.  Estimaciones de las autoridades colombianas muestran que el monto de los subsidios generados por dichas disparidades ascendió a Col$4,8 miles de millones en 2005 (aproximadamente 2.000 millones de dólares EE.UU.).  El Gobierno está implementando una serie de iniciativas que buscan armonizar los precios internos con los niveles internacionales.  Entre otras medidas, se realizan actualmente ajustes mensuales a los precios internos y se busca la aprobación de una asignación presupuestal para reconocer a los refinadores los precios de oportunidad, con base en los referentes internacionales.  

74. El Ministerio de Minas y Energía (MME), a través de su Dirección de Hidrocarburos, es la entidad encargada de adoptar y reglamentar la política nacional de hidrocarburos.  El MME también es responsable de vigilar los operadores y fijar los precios del sector, con excepción de los servicios domiciliarios de gas que son competencia de la Comisión de Regulación de Energía y Gas (CREG).  
75. La Constitución Política establece que los yacimientos de hidrocarburos son propiedad inalienable e imprescriptible del Estado.  ECOPETROL cumplía las funciones de productor, administrador y regulador de la industria petrolera pero el Decreto N° 1760 de 2003 modificó la estructura orgánica de la empresa y la convirtió en una sociedad pública por acciones, 100 por ciento estatal, encargada únicamente de explorar y producir petróleo y sus derivados.  A través del mismo Decreto fue creada la Agencia Nacional de Hidrocarburos (ANH), como una entidad adscrita al MME.  La ANH tiene como funciones, inter alia, administrar las áreas de hidrocarburos, diseñar, negociar y celebrar nuevos contratos de exploración y explotación de hidrocarburos de propiedad del Estado, recaudar las regalías y compensaciones monetarias correspondientes a dichos contratos, y fijar los volúmenes y precios del petróleo crudo destinado a la refinación doméstica.  A partir de 2004, la ANH asigna nuevas áreas de exploración y producción a cualquier empresa que cumpla con los requisitos establecidos.  

76. El Decreto N° 4299 de 2005 estableció que la refinación de petróleo es libre en Colombia.  La única excepción al principio del trato nacional en el sector de hidrocarburos se hace en referencia al régimen cambiario según lo establece el Régimen General de Inversiones Externas (Decreto N° 2080 de 2000).  Algunas operaciones cambiarias de empresas extranjeras, como por ejemplo, la adquisición de divisas para el pago de importaciones, están restringidas y sujetas a las regulaciones de la Junta Directiva del Banco de la República.

77. Las demás actividades de la cadena petrolera (refinación, importación, almacenamiento, distribución mayorista, transporte y distribución minorista) están abiertas sin restricciones a empresas de capital nacional o extranjero.  La ley garantiza el acceso de terceros al transporte de productos por el sistema de poliductos de ECOPETROL, y el derecho de construcción de nuevas conexiones a los poliductos existentes.

78. Sin embargo, en la práctica, casi toda la infraestructura de refinación y almacenamiento es propiedad de ECOPETROL.  Las autoridades señalaron que los subsidios existentes no facilitan la participación de otros agentes en la cadena de producción o en la importación de combustibles derivados de los hidrocarburos.  Se registran solamente importaciones marginalmente en el caso de grandes operadores privados que no gozan de subsidios y por parte de ECOPETROL con el propósito de abastecer demandas no satisfechas por las refinerías, principalmente de diésel.  Las autoridades mencionaron que se espera que en el futuro las nuevas condiciones de precios promoverán la participación de más agentes en la cadena.

79. La legislación Colombiana regula la exportación de gas natural con el objetivo de garantizar que la demanda interna sea satisfecha.  La CREG tiene la competencia para racionar la exportación en caso de existir reservas insuficientes y/o restricciones de suministro.

80. Colombia ha firmado acuerdos para comercializar gas natural con Panamá y Venezuela.  Existen proyectos en etapas avanzadas de gasoductos interconectando Colombia con estos países.
81. Los precios de venta al consumidor final de los productos derivados del petróleo obedecen a dos posibles regímenes, de libertad vigilada o de libertad regulada.  La base de los precios es fijada por el MME de acuerdo con una metodología que considera los márgenes de cada participante de la cadena petrolera, el comportamiento de los precios internacionales de los combustibles y variaciones en la tasa de cambio.  Otro factor importante para el cálculo del precio base es el impuesto global de combustibles, el cual es un valor fijo que se modifica anualmente de acuerdo a la meta de inflación definida por el Banco de la República.  En el caso de la gasolina motor y del diésel ACPM, también inciden sobre el precio base, las sobretasas que existen de un 25 por ciento y un 6 por ciento respectivamente sobre dichos productos.
 
82. El Decreto N° 4743 de 2005 prorrogó por cinco años la exención de gravámenes arancelarios para las importaciones de equipos y maquinaria destinados a la exploración de petróleo.  Dicho Decreto también amplió las exenciones a equipos destinados a otras actividades de la cadena productiva petrolera, como por ejemplo, materiales necesarios para la construcción de poliductos.
  La prórroga fue autorizada por la Secretaría General de la Comunidad Andina.

83. El Fondo de Ahorro y Estabilización Petrolera se mantiene en vigencia como un fondo de desarrollo regional y sectorial para las zonas productoras.
6) Manufacturas

84. El sector manufacturero ha mantenido su participación en el PIB en la última década, pasando del 14,9 por ciento en 1994 a 14,7 por ciento en el 2005.
  El PIB del sector creció a una tasa promedio anual del 2,3 por ciento en el mismo período.  En el cuadro IV.2 se presenta la estructura del PIB por industria manufacturera.

85. Los principales productos manufacturados que Colombia importa son:  sustancias químicas básicas; vehículos automotores y sus motores, otros productos químicos, transmisores de radio y televisión, productos de industrias básicas de hierro y acero, maquinaria de uso general y maquinaria de uso especial.  Bajo la definición de CIIU
, el arancel NMF promedio que Colombia aplicó sobre productos manufacturados en 2006 fue del 12,1 por ciento (ver cuadro III.1).  Colombia mantiene en vigor varias medidas de defensa comercial (ver III 2) viii)) aplicadas a bienes importados del sector manufacturero, y algunas licencias no automáticas (ver III 2) vii)).  El uso de algunas de esas medidas se ha venido reduciendo a medida que Colombia implementa compromisos internacionales. 
86. Las exportaciones de productos manufacturados mostraron gran dinamismo en 2004 y 2005, habiendo crecido en un promedio anual del 30,5 y 29,7 por ciento, respectivamente.  Las ramas que presentaron un mayor crecimiento en sus exportaciones en 2005 fueron las de refinación de petróleo, derivados del petróleo, equipos de transporte, metales ferrosos, otros alimentos y minerales no metálicos.  La utilización de la capacidad instalada alcanzó en 2005 un promedio del 79 por ciento, lo que supera el promedio de los últimos años.

87. Mientras que en el período de sustitución de importaciones la actividad exportadora de la industria colombiana era marginal, en la actualidad las exportaciones son parte integral de la estrategia de crecimiento de muchas empresas.  Las exportaciones como porcentaje de la producción manufacturera pasaron de cerca del 19 por ciento en 1992 al 22,9 por ciento en 2004.
  Un factor favorable ha sido la mayor presencia de la Inversión Extranjera Directa en Colombia.  Sin embargo, mejorar la productividad de las empresas continúa siendo uno de los mayores desafíos en el sector manufacturero.
Cuadro IV.2
Industrias manufactureras, 2003

(Miles de millones de Col$ y porcentajes)
	
	Valor de la producción
	Producción sector manufacturas (%)a
	Valor agregado
	Valor agregado sector manufacturas (%)a

	Industrias manufactureras
	103.126
	100
	33.685
	100

	    12. Carne y pescado
	10.018
	9,7
	1.727
	5,1

	    13. Aceites, grasas animales y vegetales, 
          borras y tortas
	2.821
	2,7
	739
	2,2

	    14. Productos lácteos
	3.435
	3,3
	889
	2,6

	    15. Productos de molinería y almidones y sus 
          productos
	8.076
	7,8
	1.629
	4,8

	    16. Azúcar
	2.134
	2
	824
	2,4

	    17. Café transformado
	579
	0,6
	201
	0,6

	    18. Cacao, chocolate y productos de confitería 
          preparados con azúcar
	1.685
	1,6
	700
	2,1

	    19. Otros productos alimenticios, n.c.p.
	2.651
	2,6
	950
	2,8

	    20. Bebidas
	4.782
	4,6
	2.424
	7,2

	    21. Productos de tabaco
	591
	0,6
	376
	1,1

	    22. Hilados e hilos; tejidos de fibras textiles 
          incluso afelpados
	1.983
	1,9
	575
	1,7

	    23. Artículos textiles (excepto prendas de 
          vestir)
	920
	0,9
	275
	0,8

	    24. Tejidos de punto o ganchillo; prendas de 
          vestir
	4.975
	4,8
	1.855
	5,5

	    25. Cuero y productos de cuero; calzado
	1.613
	1,6
	608
	1,8

	    26. Productos de madera, corcho, paja y 
          materiales trenzables
	823
	0,8
	304
	0,9

	    27. Pasta de papel, papel y cartón 
	3.985
	3,9
	957
	2,8

	    28. Impresos y artículos análogos
	3.217
	3,1
	1.457
	4,3

	    29. Productos de petróleo refinado;  
          combustibles nucleares y productos de 
          horno de coque
	8.537
	8,3
	3.572
	10,6

	    30. Productos químicos básicos y elaborados 
          (excepto productos de plástico y caucho)
	12.646
	12,3
	4.348
	12,9

	    31. Productos de caucho y productos plásticos
	4.326
	4,2
	1.684
	5

	    32. Vidrio y productos de vidrio y otros 
          productos no metálicos n.c.p.
	5.360
	5,2
	2.139
	6,4

	    33. Muebles;  otros bienes transportables n.c.p.
	2.716
	2,6
	938
	2,8

	    34. Desperdicios y desechos
	286
	0,3
	286
	0,9

	    35. Metales comunes y productos metálicos 
          elaborados excepto maquinaria y equipo
	7.623
	7,4
	2.453
	7,3

	    36. Maquinaria para usos generales y 
          especiales
	1.954
	1,9
	653
	1,9

	    37. Otra maquinaria y suministro eléctrico
	1.839
	1,8
	582
	1,7

	    38. Equipo de transporte
	3.551
	3,4
	541
	1,6


a
El total puede no sumar 100 por ciento debido al redondeo. 

Fuente:
Elaborado por la Secretaría de la OMC en base a información del Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística (DANE), y de la División de Síntesis y Cuentas Nacionales (Colombia, cuenta de producción, según 
ramas de actividad económica).   

88. La Dirección de Productividad y Competitividad del MCIT tiene como responsabilidad la coordinación de la Política Nacional de Productividad y Competitividad, mediante la articulación de acciones conjuntas entre el sector público, privado y académico.  En el marco del Plan Estratégico 1999 - 2009, se incluyen medidas para aumentar la competitividad y se enfatiza a las Cadenas Productivas - Convenios de Competitividad Exportadora.  El MCIT mantiene la coordinación de los Convenios de Competitividad de las Cadenas de autopartes/automotor;  cuero, calzado y sus manufacturas;  artefactos domésticos, electrónica profesional;  metalmecánica;  petroquímica; productos cosméticos y aseo;  pulpa, papel, e industria gráfica, entre otros.
89. En el sector de la fabricación de equipo de transporte, la actividad más importante es la fabricación de vehículos y partes que contrataba en 2004 a alrededor de 12.252 personas.
  El crecimiento del comercio de productos automotrices ha sido fomentado igualmente gracias a las exportaciones de productos automotrices a Venezuela y Ecuador, junto con los cuales Colombia mantiene el acuerdo sobre el sector automotor (ver también III) 4) v) b)).    
90. Otras medidas de política industrial aplicadas específicamente al sector automotriz durante el período bajo examen incluyeron tasas más elevadas del IVA sobre los automóviles extranjeros (véase  III 3) ii)).  En materia de valoración en aduana, las autoridades informaron que de acuerdo a la decisión del Comité de Valoración en Aduana de la OMC
, a partir del 1° de mayo de 2001 ya no se aplican valores mínimos oficialmente establecidos para la valoración en aduana de productos del sector automotriz, que se utilizaban para las partidas 20.01.87.01.20, 87.02.10, 87.03.22, 87.03.23, 87.03.24, 87.04.23 y 87.05.40.  Por otro lado, de acuerdo al artículo 6 del Convenio del Sector Automotor
 suscrito por Colombia, Ecuador y Venezuela en 1999, no se permite la importación de bienes usados relacionados a vehículos automotores y sus componentes, partes y piezas.
91. La importancia económica de la industria textil-confecciones de Colombia sigue siendo modesta, aunque se ha observado un crecimiento significativo.  Como porcentaje del PIB, pasó de representar el 0,77 por ciento del PIB en 1994 al 1,59 por ciento en 2005;  el incremento se debió a los textiles, que incrementaron su participación del 0,69 al 1,01 por ciento del PIB.
  La exportación de confecciones hacia los EE.UU. se ha beneficiado de las preferencias otorgadas bajo el ATPDEA (véase II 5) y 5) iv)).  De acuerdo con información de la USITC, el aprovechamiento de las preferencias unilaterales para los productos del sector de las confecciones pasó del 0,08 por ciento en 2002 al 33,7 por ciento en 2005.  Por otro lado, Colombia aplicó medidas selectivas de salvaguardia para proteger su industria de textiles y prendas de vestir, principalmente de las importaciones provenientes de China.
  Las exportaciones de este sector y la industria del cuero figuran entre los principales beneficiarios de mecanismos de devolución de impuestos como el CERT y el SIEX (capítulo III 3) iv) c) y f)).
7) Electricidad 

92. Según datos de las autoridades, en 2005 Colombia disponía de 13.348 MW de capacidad instalada de energía eléctrica.  En 2005 la generación bruta ascendió a 50.430 GWh, de los cuales un 64,1 por ciento se generó por centrales hidroeléctricas, un 32,3 por ciento por centrales térmicas, un 3,4 por ciento por plantas menores y un 0,2 por ciento por plantas cogeneradoras.  La demanda de energía eléctrica creció de 42.300 GWh en 1996 a 48.829 GWh en 2005.  Colombia pasó de tener un déficit eléctrico a principios de los años 90 a generar un superávit en años recientes.
  De marzo de 2003 a fines de 2005, Colombia exportó energía eléctrica por un monto de 367,8 millones de dólares EE.UU.
  

93. En 2005 existían en Colombia 42 empresas generadoras de electricidad, las empresas privadas produjeron alrededor del 60 por ciento de la electricidad.  En la actividad de comercialización, existían 57 empresas, las empresas privadas realizaron la compraventa de alrededor del 64 por ciento de la energía eléctrica.  En la actividad de transmisión, operaban 11 empresas con una red de 12.248 kilómetros
;  el 84 por ciento de las redes son públicas.  Por su parte, el mercado de distribución de energía eléctrica cuenta con 32 empresas distribuidoras. 

94. La industria eléctrica ha sido afectada por problemas que incluyen atentados a la infraestructura de transmisión y problemas de tipo institucional.  Un estudio del Banco Mundial
 notó la debilidad en el control ejercido por la Superintendencia de Servicios Públicos y varios problemas con la Resolución N° 034 de 2001, en particular que dicho estatuto no ha sido utilizado en forma temporal y que no se reconocen ciertos costos de las plantas generadoras.  Notó igualmente la alta dependencia de la generación en recursos hídricos, el alto grado de concentración en el sector y la existencia de empresas de tamaños disímiles que afectan el funcionamiento del mercado.  El mismo estudio señaló que durante el período 1991-03, Colombia ha gastado cerca de 2.600 millones de dólares EE.UU. en operaciones de rescate de  empresas eléctricas.  

95. Las autoridades reconocen
 la necesidad de corregir ciertos aspectos del marco reglamentario, tanto de la distribución como de la comercialización de electricidad.  Las autoridades indicaron que en los últimos años se adoptaron medidas para mejorar la supervisión del sector, para lograr una mejor coordinación institucional y para intervenir con el fin de cerrar empresas o mejorar su gestión.
  

96. Las políticas del sector de energía eléctrica definen de interés nacional atraer inversionistas privados, nacionales y/o extranjeros, a las diferentes actividades.  La legislación establece que la participación privada requiere concesiones o permisos otorgados por el Estado.  El marco jurídico del sector contiene varias disposiciones que buscan promover la competencia, requiriendo que ninguna empresa pueda tener más de una cuarta parte de la capacidad instalada de generación y/o comercialización.
  La legislación garantiza el libre acceso a las redes de transmisión y distribución de electricidad a cualquier comercializador o generador que lo solicite.

97. El Ministerio de Minas y Energía (MME) otorga los contratos de concesión relacionados con la generación, interconexión y redes de transmisión entre regiones.  Las entidades territoriales otorgan las concesiones de transmisión regional y los municipios otorgan las concesiones de distribución, siempre que no exista ninguna entidad dispuesta a asumir, en igualdad de condiciones, la prestación de estas actividades.
  El plazo de duración del contrato de concesión se fija, en cada caso, por la entidad concedente y no puede exceder 30 años, prorrogables por un máximo de 20 años.

98. Desde el punto de vista institucional, el sector se organiza principalmente a través del Ministerio de Minas y Energía que es la autoridad responsable por las políticas sectoriales.  La Unidad de Planeación Minero Energética (UPME) es responsable por desarrollar los planes estratégicos y de expansión energética.  Las funciones de regulación y definición de la metodología para el cálculo de las tarifas y promoción de la libre competencia son responsabilidad de la CREG.  Otras entidades son el Administrador del Sistema de Intercambios Comerciales (ASIC), responsable de la administración del mercado mayorista de energía;  el Centro Nacional de Despacho (CND), responsable de supervisar la operación del sistema energético;  el Consejo Nacional de Operación (CNO), conformado de representantes de las empresas del sector, cuyo objetivo es tratar los aspectos técnicos;  y el Comité Asesor de Comercialización (CAC), conformado por empresas comercializadoras (integradas con generación y/o distribución e independientes) cuya función es asistir a la CREG en el seguimiento y la revisión de los aspectos comerciales del Mercado de Energía Mayorista.

99. La Ley de los Servicios Públicos Domiciliarios
 está diseñada con los objetivos de crear un ambiente de mercado y competencia y de reglamentar las prácticas comerciales de los participantes.  La Ley Eléctrica establece la separación de las actividades en cuatro grupos (generación, transmisión, distribución y comercialización), prohíbe la integración vertical (con excepción de las empresas que se hayan así constituido previo a la expedición de la Ley N° 142 de 1994 ) y garantiza el libre acceso a las redes de transmisión y distribución a cualquier comercializador, generador y usuario que lo solicite. 
100. La metodología de tarifas reconoce las características propias para cada actividad y las condiciones de monopolio natural o competencia.  Para las actividades de distribución y transmisión, la metodología busca obligar a la empresa a operar y mantener la red con eficiencia y al mismo tiempo garantizar el principio de libre acceso a las redes.  En el caso de la distribución, se observa mayor integración de operadores con agentes que se dedican a la actividad de comercialización.  Existe libertad para construir redes y la expansión está a cargo de cada distribuidor (Operador de Red, OR).  Al OR se le reconocen los activos de uso de los Sistemas de Transmisión Regional y Sistemas de Distribución Local (activos que operan a tensiones inferiores a 220 kV).  El cargo presenta valores particulares para cada sistema de distribución de acuerdo con su estructura, en especial la composición rural-urbana de la demanda.

101. De acuerdo a la Ley N° 143 de 1994, los usuarios están clasificados como Usuarios Regulados
 y no Regulados.
  La energía eléctrica que suministran las Empresas de Servicios Públicos (Comercializadores) a los usuarios finales cuyas tarifas sean reguladas, debe ser adquirida por tales empresas en el Mercado Mayorista de Electricidad a quien ofrezcan los precios más bajos.  Las tarifas a los usuarios regulados se rigen de acuerdo a un régimen de libertad regulada.  La CREG fija la metodología de las tarifas con arreglo a las cuales las empresas pueden determinar los precios máximos para los servicios ofrecidos.  Estos precios deben reflejar los costos de la cadena productiva.
102. La Ley de Servicios Públicos establece un régimen de subsidios y contribuciones donde solamente tienen derecho a recibir subsidios los usuarios residenciales de los estratos mas vulnerables (1, 2 y 3) de acuerdo al consumo de subsistencia.  Estos usuarios son subsidiados por las contribuciones de los usuarios de estratos más acomodados (5 y 6), e industriales y comerciales (regulados y no regulados).  Estos últimos usuarios contribuyen con un máximo del 20 por ciento del costo de prestación del servicio.
103. Las disposiciones relativas a la importación y exportación de energía eléctrica están contenidas en la Decisión N° 536 de la Comunidad Andina, la cual prohíbe la imposición de aranceles u otras restricciones a las importaciones o exportaciones de electricidad entre miembros de la Comunidad Andina.
  Las importaciones y exportaciones deben realizarse por una empresa de generación y/o comercialización constituida en Colombia, a través del mercado mayorista.
  Colombia cuenta con interconexiones eléctricas con Ecuador y Venezuela, de una capacidad total efectiva de transferencia de 250 MW y 270 MW, respectivamente.  Los intercambios de electricidad con países no miembros de la CAN, los regula la Comisión Reguladora de Energía y Gas.
8) Servicios

104. Los servicios representaron alrededor del 63 por ciento del PIB en 2005, cerca de 5 puntos porcentuales menos que en 1997.
  Esto refleja una reducción relativamente importante de la contribución de los "establecimientos financieros, seguros, inmuebles y servicios a las empresas" al PIB.  Las importaciones de servicios comerciales ascendieron a 4.755 millones de dólares EE.UU. y las exportaciones a 2.666 millones de dólares EE.UU. en 2005.  Las importaciones crecieron a una tasa media del 3,9 por ciento entre 1997 y 2005, y las exportaciones a una tasa media del 3,3 por ciento;  tanto las importaciones como las exportaciones mostraron fluctuaciones importantes durante este período.

105. Colombia adoptó compromisos específicos en 5 de los 12 sectores especificados en el AGCS:  servicios prestados a las empresas, servicios de telecomunicaciones, servicios de construcción y servicios de ingeniería conexos, servicios financieros y servicios de turismo y servicios relacionados con los viajes (cuadro AIV.3).  Participó en las negociaciones sobre las telecomunicaciones y los servicios financieros posteriores a la Ronda Uruguay.  Los compromisos que contrajo en ambas áreas figuran en los Cuarto y Quinto Protocolos al AGCS.

106. En el marco de sus compromisos horizontales bajo el AGCS, Colombia se reservó el derecho de mantener limitaciones relativas a la propiedad de bienes inmuebles por parte de extranjeros en las regiones limítrofes, las costas nacionales y en las Islas del Archipiélago de San Andrés y Providencia.  Colombia se comprometió a permitir que hasta el 10 por ciento de los trabajadores ordinarios y el 20 por ciento del personal calificado o de especialistas o de dirección o confianza de las empresas con más de diez empleados sea de nacionalidad extranjera.

107. Colombia adoptó exenciones al principio del trato de la nación más favorecida que afectan las telecomunicaciones, servicios audiovisuales, servicios financieros y el transporte terrestre.

108. En el marco de las negociaciones sobre servicios de la Ronda de Doha, Colombia presentó una oferta inicial en septiembre de 2003 y una oferta revisada en julio de 2005.

109. La liberalización del comercio de servicios es uno de los elementos esenciales del mercado común que los miembros de la Comunidad Andina buscan establecer.  Desde 1998, Colombia y los demás países miembros de la Comunidad Andina cuentan con un marco general de principios y normas para la liberalización del comercio de los servicios en la región andina, contenido en la Decisión N° 439.
  El proceso de liberalización contemplado por este instrumento está basado en un enfoque de lista negativa, a través del cual los países miembros sólo pueden mantener medidas contrarias a las disposiciones de acceso al mercado y trato nacional de la Decisión N° 439 si las medidas están incluidas en un inventario.  Los inventarios de medidas que mantiene cada país fueron adoptados en octubre de 2001.
  El plazo estipulado por la Decisión N° 439 para el levantamiento de estas medidas era el 1° de enero de 2006.  Sin embargo a través de la expedición de la Decisión N° 629 los países miembros de la Comunidad Andina acordaron que en vista de que algunos sectores pueden requerir de un tratamiento especial, se hacía necesario suspender temporalmente la obligación de levantar las medidas contenidas en el inventario.  Adicionalmente la Decisión N° 629 estableció un programa de trabajo para la profundización de la liberalización o armonización comunitaria de normas de sectores específicos identificados por los países miembros.

110. El inventario de Colombia contiene 75 medidas, nueve de las cuales se aplican a todos los sectores.  Cerca del 30 por ciento de las medidas restantes afectan a los servicios prestados a las empresas, el 23 por ciento a los servicios financieros, el 21 por ciento al transporte y el 17 por ciento a las comunicaciones.  El resto está distribuido entre los servicios de enseñanza, los servicios relacionados con el medio ambiente y los servicios de turismo.
ii) Telecomunicaciones

a) Características del mercado

111. El sector de las telecomunicaciones en Colombia ha cambiado de manera significativa desde 1996, en parte como resultado de las medidas de liberalización gradual adoptadas a partir de mediados de la década de los 90 (cuadro IV.3).  Este proceso ha ido acompañado de flujos considerables de inversión privada y una reducción del papel que tradicionalmente ha desempeñado el Estado en la oferta de servicios de telecomunicación.

112. Cerca de 30 empresas ofrecen servicios de telefonía local basados en el uso de instalaciones.  Alrededor del 87 por ciento del total de las líneas corresponden a tres empresas:  Telecom, EPM y ETB.  El Estado fue el accionista mayoritario de Colombia Telecomunicaciones hasta principios de 2006, cuando Telefónica Internacional (España) tomó control de esta empresa al adquirir el 50 por ciento más una de sus acciones.
  Colombia Telecomunicaciones fue creada en 2003, cuando asumió las operaciones de la Empresa Nacional de Telecomunicaciones y sus empresas asociadas, cuya liquidación fue decretada ese año.
  El Gobierno de Bogotá es accionista mayoritario de ETB y el de Medellín es el propietario único de EPM.
113. Aunque el número de operadores de telefonía local es importante, la competencia entre ellos se ha desarrollado únicamente en los grandes mercados como Bogotá, Cali y Barranquilla.  Esto se debe en parte a que muchos operadores no han incursionado en nuevos mercados.

114. Además de Telecom, dos operadores, ETB y Orbitel, ofrecen servicios de telefonía de larga distancia (nacional e internacional) basados en el uso de instalaciones.  La Empresa Nacional de Telecomunicaciones gozó de un monopolio en este segmento hasta 1998.  La participación de su sucesora Colombia Telecomunicaciones asciende al 57 por ciento del tráfico de larga distancia nacional, y a cerca del 45 por ciento del tráfico de larga distancia internacional.  Orbitel es propiedad de EPM.  Las autoridades indicaron que el precio de las llamadas de larga distancia nacional en Colombia es elevado en comparación con otros países de América Latina.

Cuadro IV.3
Indicadores de las telecomunicaciones, 1996-04
	
	1996
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004

	Inversión
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	  Total (miles de millones
  de Col$)
	1.584
	2.734
	3.644
	3.203
	2.256
	2.662
	2.534
	2.028
	1.581

	      Pública (%)
	44,8
	47,3
	37,8
	62,4
	35,2
	36,0
	42,3
	55,6
	45,7

	      Privada (%)
	55,2
	52,7
	62,2
	37,6
	64,8
	64,0
	57,7
	44,4
	54,3

	Telefonía local
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	  Número de líneas ('000)
	4.645
	5.433
	6.587
	6.655
	7.171
	7.372
	7.522
	7.850
	7.714

	  Densidad (líneas por cada 100 
  habitantes)
	11,82
	13,56
	16,13
	16,00
	16,94
	17,12
	17,16
	17,61
	17,02

	  Ingresos (millones de $EE.UU.)
	927
	1.122
	1.117
	1.222
	1.239
	1.230
	1.327
	1.363
	1.683

	  Número de operadores
	..
	..
	..
	38
	39
	40
	40
	30
	27

	Telefonía de larga distancia (nacional e internacional)
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	  Llamadas (millones de minutos)
	4.709
	5.100
	6.233
	6.434
	3.614
	3.580
	3.384
	3.190
	2.403

	  Ingresos (millones de $EE.UU.)
	1.112
	1.263
	1.117
	825
	789
	612
	530
	539
	539

	  Número de operadores
	1
	1
	3
	3
	3
	3
	3
	3
	3

	Telefonía móvil y servicios personales de comunicación
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	  Número de usuarios ('000)
	410
	993
	1.780
	1.963
	1.833
	2.926
	4.088
	5.523
	8.394

	  Densidad (líneas por cada 100 
  habitantes)
	1,04
	2,48
	4,36
	4,72
	4,33
	6,79
	9,33
	12,39
	18,52

	  Costo de una llamada local de 
  un minuto ($EE.UU.)
	..
	..
	0,78
	0,43
	0,23
	0,17
	0,12
	0,13
	0,11

	  Ingresos (millones de $EE.UU.)
	284
	820
	997
	683
	528
	359
	553
	834
	1.528

	  Número de operadores
	2
	2
	2
	2
	2
	2 
	2
	3
	3

	Número de usuarios de Internet ('000)
	..
	..
	433
	664
	878
	950
	2.000
	3.050
	3.586


..
No disponible.

Nota:
Los ingresos incluyen los pagos por interconexión.

Fuente:
Secretaría de la OMC en base a información proporcionada por las autoridades colombianas.

115. A principios de 2006 existían tres empresas que ofrecían servicios de telefonía móvil en Colombia:  Colombia Móvil, Comcel y Telefónica Móvil.  Comcel y Telefónica Móvil están constituidas por capital mayoritariamente extranjero.  Colombia Móvil es propiedad de EPM y ETB y ha competido en el mercado de telefonía móvil desde 2003, cuando obtuvo una concesión de servicios personales de comunicación.  El mercado colombiano de telefonía móvil ha mostrado un crecimiento dinámico, en particular desde 2000.  La media del crecimiento anual de los usuarios fue de alrededor del 60 por ciento entre 2000 y 2005 (cuadro IV.3).  La participación de Comcel en el mercado de la telefonía móvil asciende a cerca del 64 por ciento;  Telefónica Móvil atiende el 27 por ciento de este mercado y Colombia Móvil el 9 por ciento.

116. La competencia en el mercado de telefonía móvil es relativamente elevada.  El costo de una llamada local desde un teléfono móvil disminuyó en un 75 por ciento entre 2000 y 2004 (cuadro IV.1).  Dado que la telefonía móvil y la telefonía fija son altamente sustituibles en Colombia, la competencia en el mercado de la telefonía móvil ejerce presiones competitivas sobre los operadores de telefonía fija.

b) Marco jurídico
117. En el marco de sus compromisos ante la OMC, Colombia ofrece la libre competencia en los servicios de telefonía vocal locales y en los servicios de transmisión de datos para uso público basados en el uso de instalaciones.  También ofrece la libre competencia en los servicios de telefonía vocal y otros servicios básicos dirigidos a grupos cerrados de usuarios.  Los servicios públicos de telefonía vocal de larga distancia nacional e internacional basados en el uso de instalaciones están reservados al operador público;  se permite la entrada de nuevos operadores, siempre y cuando así se determine mediante una prueba de necesidad económica.  Para los servicios de telefonía celular, Colombia se comprometió a liberalizar los duopolios regionales en septiembre de 1999;  a partir de esa fecha la entrada de nuevos operadores está sujeta solamente a consideraciones técnicas.  Colombia se comprometió a admitir un número limitado de proveedores de servicios personales de comunicaciones para 2000, y a proveedores de servicios de buscapersonas y de servicios troncalizados basados en la utilización de instalaciones para mediados de 1997.  También se comprometió a proveer capacidad satelital en sistemas satelitales geoestacionarios.  Los compromisos de Colombia hacen referencia a una participación de capital extranjero limitada al 70 por ciento para todos los proveedores de servicios de telecomunicaciones.  Colombia se comprometió a atenerse al Documento de Referencia sobre los principios de regulación.  

118. La Ley N° 72 de 1989 establece los principios generales relativos a la organización de las telecomunicaciones.  Los servicios de telefonía básica conmutada y de larga distancia nacional e internacional están sujetos a un régimen especial, conocido como el régimen de servicios públicos "domiciliarios", contenidos en la Ley N° 142 de 1994.  Se han establecido regímenes especiales también para cada uno de los demás servicios de telecomunicaciones.  En este sentido, el Banco Mundial señala que "la dispersión normativa que existe en Colombia unida a la clasificación artificial entre servicios domiciliarios y no domiciliarios, ha constituido un obstáculo para que el país haya podido aprovechar oportunamente la rápida evolución tecnológica y la convergencia de los servicios y redes de telecomunicaciones que se ha visto en el mundo".
  Las autoridades reconocen este problema e indicaron que han trabajado en la preparación de un decreto único que compile la normatividad vigente en el sector de las telecomunicaciones con miras a dotar a los inversionistas y a los operadores de una herramienta que garantice la estabilidad jurídica.

119. La Constitución atribuye la gestión y el control del espectro electromagnético al Estado.

120. El Ministerio de Comunicaciones es el órgano encargado de la formulación de la política de telecomunicaciones.
  Además, ejerce la administración y el control del espectro radioeléctrico y controla y vigila el régimen de concesiones.  La regulación recae en la Comisión de Regulación de Telecomunicaciones (CRT).
  La Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios está encargada del control y vigilancia de los entes que prestan servicios sujetos al régimen de servicios públicos domiciliarios, en la medida en que se vean afectados los consumidores en forma "directa e inmediata".
  La Superintendencia de Industria y Comercio tiene a su cargo el control y vigilancia de los regimenes de competencia y protección del consumidor para los servicios no domiciliarios (véase III 4) ii)).

121. Como parte de sus esfuerzos para asegurar que el proceso de regulación del sector sea transparente, la CRT pone a disposición del público su programa de regulación anual.  Además, la CRT cuenta con un procedimiento de consulta pública previo a la adopción de regulaciones.

122. No existen limitaciones legales relativas a la participación del capital privado, nacional o extranjero, en la oferta de servicios de telecomunicaciones.  Las empresas extranjeras deben constituir una subsidiaria para operar en Colombia.  No se permite la inversión deliberada del sentido del tráfico de larga distancia internacional (conocido como call back).

123. Por lo general, se requiere de una concesión para ofrecer servicios de telecomunicaciones basados en el uso de instalaciones.  Las concesiones se otorgan para prestar servicios específicos, y los requisitos que deben cumplir las empresas para obtener dichas concesiones varían en función del tipo de servicio que desean ofrecer (cuadro IV.4).  Las licencias para ofrecer servicios de valor agregado se otorgan de manera automática a las empresas que cumplan con los requisitos contenidos en la legislación.

Cuadro IV.4
Marco legal para la operación de los servicios de telecomunicaciones, mayo de 2006

	Servicio
	Régimen de atribución de las concesiones
	Observaciones
	Normas principales

	Telefonía pública básica conmutada local
	No se requiere de concesión de operación
	Es necesario constituirse como empresa de servicios públicos 
	Ley N° 142 de 1994;  Resolución CRT N° 087 de 1997

	Telefonía pública básica conmutada de larga distancia (nacional e internacional)
	Las concesiones se otorgan en forma automática a las empresas que cumplan con los requisitos establecidos en la legislación
	Es necesario constituirse como empresa de servicios públicos
El costo de la concesión es de 150 millones de dólares EE.UU.;  a partir de agosto de 2007, el Gobierno fijará el costo de la concesión basado en un estudio del Ministerio de Comunicaciones
Las concesiones se otorgan por 10 años, prorrogables por otros 10 años
En agosto de 2005 se eliminaron los requisitos de contar con un socio estratégico y un mínimo de líneas en servicio para solicitar la concesión
	Decreto N° 2926 de 2005;  Decreto N° 2542 de 1997;  Resolución CRT N° 087 de 1997

	Telefonía móvil
	Adjudicación a través de subasta
	Se adjudicaron dos concesiones para cada una de las tres áreas en las que se dividió al país;  las concesiones fueron otorgadas por 10 años, prorrogables por otros 10 años;  no se han otorgado concesiones adicionales
	Ley N° 37 de 1993;  Ley N° 422 de 1998;  Resoluciones CRT N° 469 y N° 489 de 2002

	Servicios de comunicación personal
	Adjudicación a través de subasta
	Se permitió la adjudicación de una concesión para cada una de las tres áreas en las que se dividió al país;  existe un requisito legal para otorgar concesiones adicionales a partir de 2003;  sin embargo, a mediados de 2006 no se habían otorgado nuevas concesiones
El Ministerio de Comunicaciones fija el costo de la licencia siguiendo el principio de "equilibrio económico" con los operadores de telefonía móvil
Las concesiones se otorgan por 10 años, prorrogables por otros 10 años
	Ley N° 555 de 2000;  Decreto N° 575 de 2002 y Resoluciones CRT N° 469 y N° 489 de 2002


Fuente:
Secretaría de la OMC.
124. Los operadores que ofrecen servicios de larga distancia deben poner a disposición del público al menos una oferta mayorista que permita la reventa de sus servicios, de conformidad con las condiciones que defina la CRT.
  Las autoridades indicaron que, a mediados de 2006, la CRT estaba desarrollando un proyecto regulatorio en esta área.

125. El establecimiento de redes privadas de telecomunicaciones no requiere de autorización del Ministerio de Comunicaciones, excepto cuando dichas redes hagan uso del espectro radioeléctrico o del recurso satelital coordinado para Colombia.
  Las redes privadas no pueden usarse para prestar servicios a terceros ni pueden estar conectadas a la red pública u otras redes privadas.

126. Las disposiciones relativas a la interconexión están contenidas en la Resolución N° 575 de 2002 de la CRT y reflejan los compromisos de Colombia ante la OMC.  La legislación determina un plazo de 30 días desde la presentación de la solicitud de interconexión para que los operadores negocien las condiciones de interconexión.  Una vez negociado, el contrato de interconexión debe remitirse a la CRT dentro de 10 días.
  La CRT puede, de oficio o a solicitud de la parte interesada, obligar al operador a permitir la interconexión provisional a su red en tanto se llevan a cabo las negociaciones de interconexión.  Si los operadores no alcanzan un acuerdo dentro del plazo previsto, la CRT decide las condiciones de interconexión dentro de 30 días, a menos que se deban realizar pruebas técnicas.  La legislación determina que los contratos de interconexión son públicos.

127. En el marco de una solicitud de interconexión, la CRT está facultada para establecer obligaciones específicas que deben cumplir los operadores con posición dominante, incluyendo la obligación de ofrecer en forma desagregada el bucle de abonado o cualquier otro elemento de su red.
  Los criterios que la CRT debe tomar en cuenta para determinar si un operador cuenta con una posición dominante están contenidos en la legislación.
  Desde 1997, la CRT ha impuesto obligaciones relativas a la desagregación del bucle de abonado en una ocasión.

128. Los operadores de telefonía básica conmutada local clasificados como dominantes en la Resolución de la CRT N° 087 de 1997, es decir, con una participación de mercado igual o superior al 60 por ciento, deben seguir los criterios y metodologías fijados por la CRT para la determinación de sus tarifas.  Estas tarifas deben ser registradas ante la CRT.  Los demás operadores de telefonía pública básica conmutada (local y de larga distancia nacional e internacional) y de telefonía móvil pueden determinar libremente sus tarifas.
  Estas tarifas también deben registrarse ante la CRT.

129. Están prohibidos los subsidios cruzados entre los servicios básicos y los servicios de valor agregado.
  Los operadores de servicios de telefonía pública básica conmutada local deben subsidiar las tarifas aplicadas a usuarios de bajos ingresos, usando recursos provenientes de las tarifas que se aplican a usuarios de ingresos elevados y a usuarios industriales y comerciales.
  Las empresas que ofrezcan servicios de telefonía básica conmutada local y de larga distancia están obligadas a llevar contabilidades separadas para cada servicio.

130. Los operadores de determinados servicios deben cumplir con obligaciones relativas al acceso universal, ya sea en forma de pagos extraordinarios o prestando servicios en zonas específicas.  No existen asimetrías entre las obligaciones impuestas a los operadores públicos y privados, incluyendo los extranjeros.  Existe un Fondo de Comunicaciones a través del cual se financian proyectos sociales de telecomunicaciones y se apoyan las actividades del Ministerio de Comunicaciones, incluyendo el mejoramiento de su capacidad administrativa.
  Los recursos del Fondo provienen de las contraprestaciones de los operadores por concepto de concesiones y el uso del espectro radioeléctrico.  El Fondo cuenta con Col$353.100 millones (diciembre de 2005).

131. La tasa del impuesto al valor agregado que se aplica a los servicios de telefonía móvil celular es del 20 por ciento, comparado con una tasa del 16 por ciento para todos los demás servicios de telecomunicaciones.

iii) Servicios financieros

a) Características del mercado y compromisos ante la OMC

132. El número de entidades financieras se ha reducido fuertemente, de 253 en 1996 a 118 a principios de 2006, debido principalmente al cierre y la fusión de varias entidades financieras durante el período de crisis del sector (1998-02) y la subsiguiente consolidación alrededor de varios bancos comerciales (2003-05).
  Este proceso ha resultado en un aumento de la concentración en el mercado (cuadro IV.5).  Bancolombia y los bancos pertenecientes al Grupo Aval poseen el 42,7 por ciento de los activos del sector bancario.  Dos compañías de seguros poseen alrededor del 40 por ciento de los activos en la rama de los seguros de vida y cuatro poseen cerca de la mitad de los activos en la rama de los seguros generales.

133. La participación del Estado en el mercado financiero ha disminuido drásticamente como resultado de una estrategia de reestructuración y racionalización de la participación pública en entidades financieras adoptada en el marco del Plan de Desarrollo 2002-06.  Como resultado de la aplicación de esta estrategia, solamente dos bancos públicos continuaban operando en mayo de 2006 (Banagrario y Granbanco).  Cinco entidades financieras públicas estaban en proceso de liquidación.

134. La solidez financiera del sector bancario se deterioró de manera abrupta en 1998-99, cuando varios factores macroeconómicos adversos pusieron fin a un período de auge crediticio, que coincidió con debilidades en la regulación y supervisión bancarias (capítulo I).
  El Gobierno respondió a la crisis financiera con medidas de alivio a favor de los deudores hipotecarios y medidas encaminadas al fortalecimiento patrimonial de las entidades financieras.  Estos apoyos se canalizaron a través del Fondo de Garantías de Instituciones Financieras (FOGAFIN).  Este Fondo intervino para liquidar 35 entidades financieras entre 1998 y 2004.  A finales de 2005, 11 entidades financieras privadas estaban en proceso de liquidación.

135. Los indicadores prudenciales bancarios han mejorado significativamente desde la crisis de 1998-99.  El capital como proporción de los activos ponderados por riesgo ascendió al 13,8 por ciento en 2004, comparado con el 11,3 por ciento en 1999.  La proporción de la cartera en mora pasó del 12,2 por ciento en 1999 al 2,6 por ciento a principios de 2005.  Adicionalmente, las entidades financieras han registrado utilidades crecientes a partir de 2001.  Las mejorías registradas en los indicadores prudenciales resultan en gran medida de las reformas al marco de regulación y supervisión.
  Las autoridades indicaron que la Superintendencia Financiera, el órgano de vigilancia y control del sector, está orientada a una supervisión por riesgos, y que a mediados de 2006 trabajaba en un proyecto de normatividad para ajustar las normas para la suficiencia de capital a las definidas en el Marco revisado sobre convergencia internacional de medidas y normas de capital del Comité de Supervisión Bancaria de Basilea (conocido como Basilea II).

Cuadro IV.5
Estructura del sector financiero, febrero-marzo de 2006

	Entidades
	Número de entidadesa
	Activos

	Establecimientos de crédito 
	53
	138.379 (miles de millones de Col$)

	
	
	Como porcentaje del total de los activos de los establecimientos de crédito

	Bancos
	21
	87,6

	  Capital privado nacional
	12
	57,7

	  Capital privado extranjero
	7
	19,0

	  Capital público
	2
	10,9

	Corporaciones financieras
	2
	3,9

	Compañías de financiamiento comercial
	24
	8,1

	Cooperativas
	6
	0,5

	Compañías de seguros 
	101
	16.657 (miles de millones de Col$)

	
	
	Como porcentaje del total de los activos de las compañías de seguros

	Compañías de seguros de vida
	20
	47,0

	Compañías de seguros generales
	25
	41,7

	Sociedades de capitalización
	5
	10,2

	Corredoras de seguros y reaseguros
	56
	1,1

	Otras instituciones financieras 
	
	30.528 (miles de millones de Col$)

	
	
	Como porcentaje del total de los activos de otras instituciones financieras

	Instituciones oficiales especialesb
	10
	75,8

	Administradoras de fondos de pensiones y cesantías
	6
	3,2

	Sociedades fiduciarias
	28
	2,6

	Sociedades comisionistas de bolsas
	79
	14,2

	Casas de cambio
	11
	0,6

	Otras entidades
	28
	3,5

	Total
	
	185.564 (miles de millones de Col$)


a
Excluyendo entidades en liquidación.

b
Incluye el BANCOLDEX y el FOGAFIN.

Fuente:
Superintendencia Financiera de Colombia.
136. El margen de intermediación bancario ha pasado del 9 por ciento en 1995 a cerca del 7 por ciento en 2005.
  Esto refleja en parte una renovada competencia y la sustancial mejoría en la calidad de la cartera observadas en años recientes.  El menor riesgo crediticio de las empresas y los consumidores derivado de la creciente estabilidad macroeconómica también ha contribuido a reducir el margen.  Sin embargo, medidas como el impuesto a las transacciones financieras y las inversiones obligatorias que deben efectuar los establecimientos de crédito, por ejemplo en títulos de desarrollo agropecuario, han impedido que la reducción del margen de intermediación ocurra de forma más marcada, manteniendo el costo del crédito a niveles relativamente elevados (ver también capítulos I y IV 2)).

137. El valor nominal de las primas emitidas por la industria aseguradora, incluyendo las cooperativas de seguros, ascendió a Col$6.433 billones en 2005 (alrededor de 2.816 millones de dólares EE.UU.).  Poco más del 60 por ciento corresponden al ramo de los seguros generales, y el resto al ramo de los seguros de vida.

138. En el marco de sus compromisos ante la OMC, Colombia incluyó una exención al principio del trato de la nación más favorecida relativa a los servicios financieros consistente en sujetar el acceso de los proveedores extranjeros al mercado de servicios financieros a la existencia de "oportunidades adecuadas de acceso" para los proveedores colombianos en los países de origen de los proveedores extranjeros.  Los compromisos específicos de Colombia señalan que la autorización de entidades financieras está condicionada a una prueba de necesidad económica.  Se prohíbe el establecimiento de sucursales.  La prestación de servicios financieros requiere de autorización estatal previa.
  Colombia se comprometió a no imponer limitaciones al suministro transfronterizo y el consumo en el extranjero de los servicios de reaseguros y retrocesión.  Los compromisos relativos a la presencia de personas físicas no van más allá de los que aparecen en los compromisos horizontales.

b) Servicios bancarios

139. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público es la entidad encargada de "intervenir" en las actividades financieras y aseguradoras de conformidad con los criterios enumerados en la Ley N° 35 de 1993 y la Ley N° 964 de 2005.  Participa en la regulación de las actividades bancarias y demás entidades financieras "en coordinación con" la Superintendencia Financiera o la Superintendencia de Economía Solidaria.
  La Superintendencia Financiera resultó de la fusión de la Superintendencia Bancaria y la Superintendencia de Valores en 2005.
  Su función primordial es la vigilancia y el control, incluyendo de las prácticas anticompetitivas, y de las entidades que integran el sistema financiero.
  Puede promulgar resoluciones, circulares externas y cartas circulares a las entidades sujetas a su vigilancia.  El Banco de la República es la máxima autoridad cambiaria, monetaria y crediticia (véase I 2) iii)).

140. Colombia ha introducido varias reformas al marco jurídico del sector bancario desde 1997 (cuadro AIV.4).  Las autoridades indicaron que la Ley N° 510 y N° 546 de 1999 se promulgaron en el marco de la crisis financiera de 1998.  Su finalidad es restaurar la confianza de los usuarios en el sistema financiero mediante la modificación del régimen de toma de posesión y de los requisitos para la creación de instituciones financieras y mediante el establecimiento de un nuevo sistema de crédito a largo plazo para vivienda.  Las autoridades indicaron que posteriormente se adoptaron la Ley N°795 de 2003 y la Ley N° 964 de 2005, que buscan fortalecer el gobierno corporativo de las instituciones financieras, autorizar la celebración de nuevas operaciones y fomentar la seguridad en los sistemas de pagos y de compensación de valores.

141. Los residentes en Colombia pueden hacer depósitos en bancos del exterior sin necesidad de autorización oficial, pero deben registrarse ante el Banco de la República para obtener crédito de bancos del exterior.
  No existen límites al monto de las transacciones con entidades del exterior.  Los bancos del exterior no pueden promover sus productos en Colombia al menos que estén establecidos en Colombia.

142. No existen limitaciones legales a la participación del capital privado, incluyendo el extranjero, en bancos comerciales.
  Los bancos extranjeros pueden establecer una subsidiaria o una oficina de representación en Colombia, pero no una sucursal.  Todos los bancos domiciliados en Colombia, incluyendo las subsidiarias de bancos extranjeros, deben estar constituidos como sociedades anónimas mercantiles o asociaciones cooperativas.

143. No existen limitaciones legales al número de bancos que pueden operar en Colombia.  La legislación tampoco limita el número de agencias que pueden abrir los bancos, una vez establecidos en Colombia.  Es necesario informar a la Superintendencia Financiera al abrir o cerrar una agencia.  Los servicios que pueden ofrecer los bancos están contenidos en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero.
  Los servicios que pueden ofrecer los bancos no varían en función del origen de su capital.

144. Las instituciones financieras, excepto las corporaciones financieras, pueden participar en el capital de:  sociedades de servicios financieros (es decir sociedades fiduciarias), comisionistas de bolsa, almacenes generales de depósito  y sociedades administradoras de pensiones y cesantías;  y en sociedades de servicios técnicos o administrativos, incluyendo las empresas de seguridad, de administración de depósitos de valores y servicios conexos, de servicios de cobranza y las empresas de sistemas y servicios de informática.
  Su participación en las sociedades de servicios financieros no puede ser inferior al 51 por ciento, excepto para los almacenes de depósito.  La totalidad de las inversiones de un banco en otras sociedades no puede ser superior al 100 por ciento de su capital, reservas patrimoniales y cuenta de revalorización de patrimonio.

145. Para constituir y operar un banco en Colombia, incluyendo la subsidiaria de un banco extranjero, es necesario obtener un certificado de autorización emitido por la Superintendencia Financiera.  Los requisitos para obtener dicho certificado están contenidos en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero e incluyen "un estudio que demuestre satisfactoriamente la factibilidad de la empresa".
  Los requisitos no varían en función del origen del capital, excepto que cuando se trata de solicitudes para constituir una subsidiaria de un banco extranjero la Superintendencia Financiera puede solicitar información para cerciorarse que la subsidiaria será objeto de supervisión consolidada con la casa matriz por parte de la autoridad extranjera competente, "conforme a los principios generalmente aceptados en esta materia a nivel internacional".
  Las autoridades indicaron que la información acerca del número de solicitudes de certificados de autorización recibidas o rechazadas no está disponible.
146. La Superintendencia Financiera debe publicar dos avisos sobre la solicitud para constituir un banco con el propósito de que las partes interesadas presenten objeciones.  La Superintendencia Financiera cuenta con seis meses para emitir el certificado de autorización.
  El Superintendente debe negar la autorización cuando la solicitud no satisfaga los requisitos establecidos en la legislación o cuando "a su juicio, los solicitantes no hayan acreditado satisfactoriamente el carácter, responsabilidad, idoneidad y solvencia patrimonial de las personas que participen en la operación, de tal manera que éstas le inspiren confianza sobre la forma como participarán en la dirección y administración [del banco]".  La Circular Básica Jurídica enumera los documentos que deben suministrarse para que el Superintendente pueda aplicar esta disposición.
  El certificado de autorización que otorga la Superintendencia Financiera a los bancos tiene duración indefinida y no es transferible.

147. El capital mínimo para constituir un banco en Colombia en 2006 asciende a Col$56.823 millones (alrededor de 24,8 millones de dólares EE.UU.).
  La adquisición del 10 por ciento o más de las acciones de cualquier banco por parte de inversionistas nacionales o extranjeros está sujeta a la aprobación de la Superintendencia Financiera.

148. Para abrir una oficina de representación de un banco extranjero también es necesario obtener un certificado de autorización emitido por la Superintendencia Financiera.  Los requisitos para obtener este certificado están contenidos en el Decreto N° 2951 de 2004.
  Las oficinas de representación deben contar con un representante para Colombia.  No se aplican requisitos mínimos de capital a las oficinas de representación.  Las autoridades indicaron que la información acerca del número de solicitudes de certificados de autorización recibidas o rechazadas no está disponible.

149. Cada mes, la Superintendencia Financiera certifica una tasa de interés bancario corriente basada en la información que suministran las entidades financieras para el mes anterior.  Las tasas de interés de los bancos no pueden exceder una y media veces la tasa de interés bancario corriente.  Los intereses relativos a los créditos de vivienda también están sujetos a niveles máximos fijados por el Banco de la República.

150. El FOGAFIN estableció un seguro de depósitos.
  El valor máximo asegurado es de Col$20 millones (alrededor de 8.750 dólares EE.UU.) por acreencia (cualquiera que sea el número de titulares de la misma) y por persona (independientemente del número de acreencias de las que sea titular).

151. El Estatuto Orgánico del Sistema Financiero obliga a los bancos a adoptar mecanismos de control para evitar que sus operaciones se usen para lavar activos.
  Estos mecanismos deben cumplir con requisitos mínimos, detallados en la Circular Externa N° 040 de 2004 de la Superintendencia.
  La Unidad de Información y Análisis Financiero, entidad adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, diseña e implementa políticas para la detección, prevención y lucha contra el lavado de activos.

152. Colombia mantiene un impuesto sobre las transacciones financieras desde 1998.
  Este impuesto fue concebido como mecanismo temporal para financiar las medidas de emergencia adoptadas en el marco de la crisis del sector financiero.  La eliminación del impuesto debió haber ocurrido en diciembre de 1999, pero se ha venido postergando.  La tasa del gravamen asciende al 0,4 por ciento.

c) Servicios de seguros

153. Colombia ha introducido varias reformas al marco jurídico del sector de los seguros desde 1997 (cuadro AIV.5).

154. El régimen legal prohíbe a los residentes colombianos celebrar en Colombia operaciones de seguros con entidades establecidas en el exterior que no estén autorizadas para desarrollar la actividad aseguradora en Colombia.  La Superintendencia Financiera puede emitir, "por razones de interés general", una autorización para que dichas entidades desarrollen la actividad aseguradora en Colombia sin necesidad de establecerse ahí.
  

155. Los residentes colombianos pueden celebrar en Colombia operaciones con reaseguradoras establecidas en el exterior, siempre y cuando las reaseguradoras estén inscritas en el Registro de Reaseguradores y Corredores de Reaseguro del Exterior que mantiene la Superintendencia Financiera.
  El criterio que toma en cuenta la Superintendencia Financiera al evaluar una solicitud de inscripción en el Registro es la calificación otorgada a la compañía por una agencia internacional "elegible".
  La Circular Básica Jurídica lista las agencias elegibles y los criterios que deben cumplir las agencias que no se encuentran listadas.
  Hay 173 compañías inscritas en el Registro de Reaseguradores y Corredores de Reaseguro del Exterior (mayo de 2006);  nueve de ellas cuentan con una oficina de representación en Colombia.

156. No existen limitaciones legales a la participación del capital privado, incluyendo el extranjero, en compañías de seguros.
  Las compañías de seguros extranjeras pueden establecer una subsidiaria o una oficina de representación en Colombia, pero no una sucursal.  Todas las compañías de seguros domiciliadas en Colombia, incluyendo las subsidiarias de compañías extranjeras, deben estar constituidas como sociedades anónimas mercantiles o asociaciones cooperativas.

157. No existen limitaciones legales al número de compañías de seguros que pueden operar en Colombia.  Tampoco se limita el número de agencias que pueden abrir las compañías de seguros establecidas en Colombia.  Es necesario informar a la Superintendencia Financiera al abrir o cerrar una agencia.  No se establecen diferencias entre las clases de servicios que pueden ofrecer las compañías de seguros de capital nacional o extranjero.

158. Para constituir y operar una compañía de seguros en Colombia es necesario obtener un certificado de autorización emitido por la Superintendencia Financiera.  Los requisitos para obtener este certificado y los procedimientos que sigue la Superintendencia Financiera para otorgarlo son los mismos que para los bancos.  Las autorizaciones se ofrecen para determinados tipos de seguros.  Las compañías autorizadas para ofrecer seguros de vida individuales o reaseguros no pueden ofrecer otras clases de seguros.  Las autoridades indicaron que la información acerca del número de solicitudes de certificados de autorización recibidas o rechazadas no está disponible.

159. El capital mínimo para constituir una compañía de seguros en 2006 asciende a Col$6.480 millones (alrededor de 2,8 millones de dólares EE.UU.), excepto para las compañías que ofrecen exclusivamente seguros de crédito a la exportación, cuyo capital mínimo equivale a Col$5.775 millones.
  El capital mínimo para constituir una compañía reaseguradora asciende a Col$25.916 millones (alrededor de 11,3 millones de dólares EE.UU.).  A estos montos debe añadirse el patrimonio técnico que se requiere para operar en cada uno de los tipos de seguros y que oscila entre Col$708 millones para los seguros de transporte y Col$2.122 millones para los seguros de automóviles.

160. Los requisitos relativos a los márgenes de solvencia y las reservas técnicas establecidos en la legislación se aplican de manera simétrica a compañías de capital nacional y extranjero.

161. Para abrir una oficina de representación de una compañía de seguros o reaseguros también es necesario obtener un certificado de autorización emitido por la Superintendencia Financiera.  Los requisitos para obtener este certificado son los mismos que para los bancos.  Las oficinas de representación deben contar con un representante para Colombia.  No se aplican requisitos mínimos de capital a las oficinas de representación.  Las autoridades indicaron que la información acerca del número de solicitudes de certificados de autorización recibidas o rechazadas no está disponible.

162. Las pólizas y las tarifas de las compañías de seguros no están sujetas a controles oficiales, pero deben sujetarse a los principios establecidos en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero.
  Las compañías de seguros deben enviar los modelos de sus pólizas a la Superintendencia Financiera.
iv) Transporte

a) Introducción
163. Colombia no asumió compromisos relativos a los servicios de transporte marítimo o aéreo en el marco del AGCS.
164. Las principales leyes del sector del transporte son la Ley N° 105 de 1993 y la Ley N° 336 de 1996.
165. El marco institucional del sector sufrió modificaciones importantes entre 1999 y 2003.  El Ministerio de Transporte es la entidad encargada de la formulación de las políticas del Gobierno en materia de tránsito, transporte y la infraestructura del sector y, con excepción del sector del transporte aéreo, la regulación del sector.
  El Instituto Nacional de Vías (INVIAS) es responsable de la ejecución de las políticas relativas a la infraestructura marítima y la infraestructura no concesionada de la red de carreteras de su competencia y de las redes férrea y fluvial.
  El Instituto Nacional de Concesiones (INCO) está a cargo de la estructuración y administración de las concesiones de carreteras, fluviales, marítimas, portuarias y férreas.
  La Superintendencia de Puertos y Transporte ejerce las funciones de inspección, control y vigilancia del sector, excepto del transporte aéreo.
  La Dirección General Marítima (DIMAR), dependencia del Ministerio de Defensa Nacional, participa en la formulación de la política del transporte marítimo y en su ejecución en coordinación con el Ministerio de Transporte.  Además cuenta con facultades relativas a la regulación técnica, coordinación y control de las actividades marítimas.
  La DIMAR ejerce este control a través de las capitanías de puerto o directamente a través de su Director General.
166. La Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil, AEROCIVIL, regula, administra, vigila y controla el uso del espacio aéreo.  Además, reglamenta y supervisa la infraestructura y las concesiones aeroportuarias.
  INVIAS, INCO, la Superintendencia de Puertos y Transporte y AEROCIVIL son entidades adscritas al Ministerio de Transporte y cuentan con autonomía administrativa y financiera.
167. Los organismos de transporte de las entidades territoriales (departamentos y municipios) también cuentan con facultades relativas a la organización, vigilancia y control de las actividades de transporte en sus respectivas jurisdicciones.

168. Aunque las reformas llevadas a cabo desde 1999 resultaron en una simplificación del marco institucional del sector del transporte, el Banco Mundial señala que persisten problemas derivados de la capacidad de gestión de las instituciones y la duplicidad de sus funciones.

b) Transporte marítimo

Características del mercado

169. El 95 por ciento del comercio exterior (en volumen) de Colombia se transporta por vía marítima.  El volumen de carga transportado por vía marítima aumentó en un 34 por ciento entre 1996 y 2004, alcanzando 86,8 millones de toneladas.
  El carbón y el petróleo representan la mayor parte de la carga.

170. Existen 10 empresas nacionales y 94 empresas extranjeras operadoras de naves que prestan servicios de transporte marítimo internacional.  Otras 103 empresas nacionales operadoras de naves se dedican exclusivamente al transporte de cabotaje, mientras que 27 empresas nacionales operadoras de naves ofrecen servicios internacionales y de cabotaje.

171. Los costos del transporte marítimo en Colombia son relativamente elevados.  El costo de los fletes representó el 14 por ciento del valor de las importaciones de Colombia en 2003, comparado con una media de cerca del 10 por ciento para Latinoamérica y el Caribe.  Sin embargo, los costos de los fletes en Colombia no divergen significativamente de la media de los países que comparten la costa oeste de América del Sur (Chile, Colombia, Ecuador y Perú).

172. Colombia cuenta con 183 instalaciones portuarias, de las cuales 105 son privadas y 78 son públicas.  Los principales puertos son Barranquilla, Cartagena y Santa Marta en la costa del Atlántico, y Buenaventura y Tumaco en la costa del Pacífico.  Estos puertos manejan la mayor parte de la carga general.

173. La empresa estatal COLPUERTOS mantuvo un monopolio sobre el manejo portuario de la carga general hasta 1991, cuando se inició su liquidación.  Las instalaciones de COLPUERTOS en cada zona portuaria fueron otorgadas en concesión a cinco sociedades portuarias regionales a partir de 1993.  Las cinco sociedades portuarias están constituidas por capital mayoritariamente privado.

174. La reforma del sistema portuario resultó en mejoras significativas de la productividad de los puertos y una disminución considerable de las tarifas que se cobran a los usuarios.
  Esto como consecuencia del incremento de la competencia entre estibadores privados en cada puerto y de nuevas inversiones en equipo para mover contenedores.
  Sin embargo, persisten problemas relativos a la infraestructura vial de acceso a los puertos.

Marco jurídico

175. El acceso al mercado de transporte marítimo internacional está sujeto al principio de reciprocidad.
  Para aplicar este principio, el Ministerio de Transporte está facultado para imponer medidas que restrinjan el acceso de empresas de determinados países al mercado de transporte marítimo internacional de Colombia, en coordinación con la DIMAR y el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.  Al evaluar la necesidad de imponer medidas, el Ministerio de Transporte debe atender "los intereses nacionales en materia de comercio internacional".
  Las autoridades indicaron que Colombia no ha restringido el acceso a su mercado del transporte marítimo internacional.

176. La Decisión N° 390 de la Comisión del Acuerdo de Cartagena, que modificó algunos artículos de la Decisión N° 314, establece mecanismos para que Colombia y los demás países miembros de la Comunidad Andina puedan actuar de manera conjunta frente a terceros países que discriminen a empresas de transporte marítimo de uno o más países miembros.  Ningún país ha solicitado que se impongan medidas restrictivas en el marco de la Decisión N° 314.

177. El acceso al mercado de transporte marítimo de cabotaje está limitado a empresas constituidas por personas naturales con domicilio principal en Colombia o por personas jurídicas constituidas en Colombia.  En ambos casos, la empresa debe contar con al menos una nave de bandera colombiana.  En principio, los servicios de cabotaje deben prestarse en naves de bandera colombiana.  Las empresas pueden arrendar o fletar naves de bandera extranjera para determinados viajes, siempre y cuando obtengan la autorización de la DIMAR.

178. Para que una nave tenga derecho a ostentar la bandera colombiana, debe estar inscrita en el libro de matrículas que mantienen las capitanías de puerto.  El Código de Comercio limita la propiedad de una nave comercial matriculada en Colombia a nacionales colombianos.
  Sin embargo, las autoridades indicaron que esta limitación es inaplicable, ya que, como lo determinó el Consejo de Estado, resulta contraria a los principios consagrados en los Artículos 13 y 100 de la Constitución.
  El capitán, los oficiales, y el 80 por ciento del resto de la tripulación de las naves de bandera colombiana deben ser de nacionalidad colombiana.

179. El Decreto N° 804 de 2001 define a una empresa colombiana de transporte marítimo como "la persona natural con domicilio principal en Colombia o la persona jurídica, constituida bajo las normas colombianas, debidamente habilitada y con permiso de operación".  El Código de Comercio establece que la participación del capital extranjero en las "empresas nacionales marítimas" no puede ser superior al 40 por ciento.
  El Consejo de Estado determinó que esta disposición no se encuentra en vigor, "toda vez que fue derogad[a] en forma tácita por la Ley N° 9 de 1991, por resultar incompatible con lo dispuesto en el artículo 15 de esta ley, que además es posterior y especial ...".

180. Para prestar servicios regulares de transporte marítimo se debe contar con una habilitación y permiso de operación emitido por la DIMAR.  Este requisito se aplica tanto a las empresas nacionales como a las extranjeras.  La habilitación y permiso de operación tienen vigencia indefinida y se otorgan para clases determinadas de servicios, es decir servicios de transporte general, transporte en contenedor, transporte a granel, transporte de pasajeros y transporte mixto;  y no son transferibles.  La habilitación y permiso de operación se otorgan de manera automática y los requisitos para obtenerla están contenidos en el Decreto N° 804 de 2001.
  La legislación establece un plazo de 90 días a partir de la fecha de la solicitud para que la DIMAR otorgue la habilitación y permiso de operación.
  Las autoridades indicaron que desde 1997 se han recibido 348 solicitudes;  283 empresas cuentan con habilitación y permiso de operación;  33 empresas han cancelado su habilitación y permiso de operación;  y 32 empresas enviaron solicitudes incompletas.
  Los prestadores de servicios no regulares de transporte marítimo deben solicitar a la DIMAR una autorización por cada viaje que realicen a un puerto colombiano.

181. Las empresas extranjeras que ofrezcan servicios de transporte marítimo en Colombia deben contar con un representante en Colombia.  Toda nave de bandera extranjera que arribe a un puerto colombiano debe contar con un agente marítimo.

182. Las conferencias marítimas que comprenden puertos colombianos deben permitir el libre ingreso de empresas colombianas y permitir a sus partes la modificación independiente de las tarifas.
  Las conferencias deben además nombrar un representante en Colombia, quien debe estar acreditado ante la DIMAR.  Es necesario registrar las conferencias y sus tarifas ante la DIMAR.  La DIMAR puede rechazar la solicitud de registro si:  la empresa colombiana que participa en el acuerdo no recibe trato recíproco en los países de las demás partes;  el acuerdo prohíbe a una de las partes la prestación de servicios desde o hacia puertos colombianos;  y si la Superintendencia de Industria y Comercio determina que el acuerdo puede resultar contrario a las disposiciones sobre competencia.  La DIMAR no ha rechazado ninguna solicitud de registro de una conferencia marítima;  a mediados de 2006 la DIMAR había registrado nueve conferencias.

183. Las empresas de transporte marítimo que presten servicios en Colombia deben registrar sus tarifas ante la DIMAR.
  La DIMAR puede presentar objeciones a las tarifas.

184. La Ley N° 1 de 1991 permite la creación de sociedades portuarias regionales para construir, mantener y operar puertos, terminales portuarias o muelles, y para prestar servicios portuarios y servicios marítimos auxiliares.
  Las sociedades portuarias regionales necesitan una concesión para operar.  Las concesiones se otorgan por un período de 20 años, renovable por períodos de hasta 20 años.  La legislación no establece restricciones relativas a la participación del capital extranjero en las sociedades portuarias regionales.  La legislación prohíbe el otorgamiento de subsidios a las sociedades portuarias regionales.
  Los términos para otorgar las concesiones a las sociedades portuarias regionales de Tumaco, Buenaventura, Cartagena, Barranquilla y Santa Marta establecieron que la participación estatal en el capital de estas sociedades no podía exceder del 30 por ciento.
  

185. Las sociedades portuarias regionales pueden permitir que otras empresas presten servicios portuarios y marítimos auxiliares dentro de sus instalaciones.  Las sociedades portuarias regionales y los prestadores de servicios portuarios y de servicios marítimos auxiliares deben ofrecer sus servicios de manera no discriminatoria y deben abstenerse de toda práctica que tenga "la capacidad, el propósito o el efecto" de limitar la competencia.

186. Las naves de bandera extranjera no pueden ofrecer servicios portuarios en los espacios marítimos jurisdiccionales de Colombia.
  Sin embargo, la DIMAR puede autorizar la prestación de estos servicios con una nave de bandera extranjera si no existen naves de bandera colombiana capaces de prestar el servicio.  La autorización se otorga por seis meses y puede extenderse hasta un período total máximo de un año.

c) Transporte aéreo

Características del mercado
187. El volumen de pasajeros internacionales ascendió a 3,4 millones en 2005, alrededor del 39 por ciento más que en 1996.  El volumen de carga internacional aumentó en cerca del 39 por ciento durante el mismo período, alcanzando 530.786 toneladas en 2005.  El tráfico internacional de carga ocurre mayoritariamente en un sentido.  La carga hacia Colombia representó alrededor de la mitad de la carga que salió de Colombia en 2005.

188. El tráfico aéreo nacional de pasajeros y carga no ha mostrado el mismo dinamismo que el tráfico internacional.  El volumen de pasajeros nacionales fue de 8 millones en 2005, comparado con casi 9 millones en 1996.  El volumen de carga nacional en 2005 ascendió a 137.637 toneladas, nivel levemente inferior al de 1996.

189. La prestación del servicio aéreo está a cargo de empresas privadas.  La excepción es SATENA, aerolínea del Estado dependiente del Ministerio de Defensa Nacional.  El nivel de concentración ha aumentado significativamente con la salida del mercado de varias aerolíneas, incluyendo ACES en 2003, Intercontinental de Aviación y Aerotaca en 2004 y West Caribbean en 2005.
  La participación combinada de Avianca y Aerorepública en el mercado nacional asciende a cerca del 70 por ciento.  Ambas cuentan con participación accionaria mayoritariamente extranjera.

190. Colombia cuenta con 598 aeropuertos y aeródromos, de los cuales 75 están a cargo de AEROCIVIL;  143 están a cargo de entidades territoriales y el resto son privados.  Hay ocho aeropuertos internacionales.  Los aeropuertos de Bogotá, Medellín-Rionegro, Cali y Barranquilla manejan la gran mayoría del tráfico internacional de pasajeros.  

191. Colombia inició la implementación de una política de descentralización de la infraestructura aeroportuaria en 1993, en respuesta a la "fuerte presión" sobre dicha infraestructura y la necesidad de aumentar las inversiones para su mantenimiento y expansión.
  En el marco de esta política, se han otorgado en concesión la administración de los aeropuertos de Cali, Cartagena y Barranquilla y dos pistas del Aeropuerto El Dorado de Bogotá.  Están previstas concesiones para los aeropuertos de Bogotá, San Andrés, Providencia y Medellín-Ríonegro.  El Banco Mundial ha señalado que la infraestructura aeroportuaria adolece de terminales deficientes, carencia de servicios y vías inadecuadas de acceso.
  A esto se agregan las presiones de las regiones para realizar nuevas obras, en detrimento del mantenimiento de las existentes.

Marco jurídico

192. Las aerolíneas extranjeras pueden prestar servicios de transporte aéreo internacional desde y hacia Colombia de conformidad con los acuerdos internacionales suscritos por Colombia.
  En ausencia de un acuerdo internacional, AEROCIVIL puede autorizar a una empresa extranjera para prestar servicios internacionales, siempre y cuando el país de origen de dicha aerolínea ofrezca "una adecuada reciprocidad" a las aerolíneas colombianas y tomando en cuenta factores como "las conveniencias nacionales", la seguridad pública y los "intereses económicos del transporte aéreo".
  Las aerolíneas extranjeras con permiso de operación deben contar con un representante domiciliado en Colombia.

193. Colombia ha suscrito acuerdos internacionales en materia de transporte aéreo con Alemania, Antillas Francesas, Antillas Holandesas, Argentina, Aruba, Bélgica, Bolivia, Brasil, Chile, Corea, Costa Rica, Cuba, Ecuador, Emiratos Árabes Unidos, España, Estados Unidos, Francia, Holanda, Italia, Luxemburgo, México, Panamá, Perú, Portugal, Reino Unido, República Dominicana, Suiza, Suriname, Uruguay y Venezuela.
  El acuerdo con Venezuela es el único que establece el derecho mutuo de tráfico de quinta libertad sin restricciones geográficas.

194. En virtud de la Decisión N° 582 de la Comunidad Andina, los países miembros se comprometieron a concederse mutuamente el derecho de tráfico de quinta libertad dentro de la Comunidad Andina en vuelos regulares de pasajeros.  Este derecho también se concede para operar vuelos no regulares de pasajeros, siempre y cuando no existan servicios aéreos regulares entre los puntos para los cuales se concede el derecho.  La Decisión N° 582 también prevé que los países miembros se concedan derechos de tráfico de quinta libertad para los vuelos no regulares de carga entre los países miembros y terceros países.

195. El transporte aéreo de cabotaje está reservado a las aeronaves colombianas.
  Para ser considerada de nacionalidad colombiana, una aeronave debe estar inscrita en el Registro Aeronáutico Nacional.  El Código de Comercio establece que la participación del capital extranjero en las "empresas nacionales aéreas" no puede ser superior al 40 por ciento.  El Consejo de Estado determinó que esta disposición no se encuentra en vigor, ya que fue derogada en forma tácita por la Ley N° 9 de 1991 (véase iii) b) supra).  Las autoridades indicaron que en virtud de la Ley N° 9 de 1991 no se aplica la disposición de los Reglamentos Aeronáuticos de Colombia que estipula que sólo pueden formar parte del Registro Aeronáutico Nacional las aeronaves cuya "propiedad real" y "control efectivo" pertenezcan a nacionales colombianos o empresas domiciliadas en Colombia que no cuenten con más del 40 por ciento de capital extranjero.

196. Aunque la política de acceso al mercado nacional ha sido objeto de una liberalización gradual en años recientes, todavía se establece un número máximo de operadores para las rutas de pasajeros.  A partir de marzo de 2005, los límites son los siguientes:  hasta seis operadores para las rutas con más de 400.000 pasajeros al año;  hasta cinco operadores para las rutas de menos de 400.000 y más de 100.000 pasajeros al año;  y hasta tres operadores para las rutas con menos de 100.000 pasajeros al año.

197. El 90 por ciento de los trabajadores de una empresa de transporte aéreo colombiana debe ser de nacionalidad colombiana.  El comandante de una aeronave colombiana debe ser de nacionalidad colombiana.  Las agencias o sucursales en Colombia de una empresa extranjera deben cumplir con este requisito, al menos que el país de origen de la empresa extranjera no imponga restricciones similares a empresas colombianas, o que AEROCIVIL identifique "causas debidamente justificadas".

198. AEROCIVIL autoriza los vuelos no regulares nacionales o internacionales en la medida en la que no constituyan una "competencia indebida" a los servicios regulares.

199. Toda empresa (nacional o extranjera) que ofrezca servicios aéreos regulares o no regulares en Colombia debe obtener un permiso de operación emitido por AEROCIVIL.  Los permisos de operación se otorgan para rutas determinadas.
  Los requisitos para obtener el permiso están contenidos en los Reglamentos Aeronáuticos e incluyen requisitos mínimos de capital.
  Previo a la emisión de un permiso de operación, AEROCIVIL debe realizar una audiencia pública que garantice "el adecuado análisis de la necesidad y conveniencia del servicio propuesto".
  Las autoridades indicaron que se requieren de dos a tres meses para completar el trámite de audiencia pública.  Desde 2004 se han aprobado 37 rutas de carga solicitadas por empresas extranjeras y se ha negado una ruta.  De las solicitudes para ofrecer servicios de pasajeros, correo y carga por parte de empresas extranjeras, se aprobaron 35 rutas y no se negó ninguna.

200. Las aerolíneas deben registrar sus tarifas y condiciones ante AEROCIVIL, que debe aprobarlas en base a criterios definidos en las resoluciones correspondientes.
  Las tarifas para los servicios internacionales de carga están sujetas a techos.

201. El Código de Comercio permite que el Gobierno otorgue subvenciones a la industria aérea.
  Las autoridades precisaron que, en relación con esta disposición, el Consejo de Estado determinó que el Gobierno podía subvencionar únicamente a las empresas de transporte aéreo públicas.
202. AEROCIVIL está facultada para otorgar en concesión la administración de los aeropuertos del Estado a "entidades especializadas" o "asociaciones regionales".
  La participación estatal en las sociedades a las que se les otorguen las concesiones no puede ser superior al 50 por ciento.  La legislación no establece límites a la participación extranjera en las empresas que reciban en concesión la administración de un aeropuerto.

203. Las empresas que deseen ofrecer servicios de apoyo relacionados con el transporte aéreo necesitan solicitar un permiso de funcionamiento a AEROCIVIL.
  Los permisos de funcionamiento se expiden por tres años y son renovables.  Los requisitos para obtener este permiso están contenidos en los Reglamentos Aeronáuticos.
  Los talleres aeronáuticos deben cumplir requisitos de capital mínimo.  La legislación no limita la participación del capital extranjero en las empresas que ofrecen servicios de apoyo en Colombia.  Los despachadores que trabajen para las empresas que ofrezcan servicios de despacho de aeronaves deben ser de nacionalidad colombiana.

v) Servicios profesionales

a) Introducción
204. En su lista de compromisos ante la OMC, Colombia se comprometió a no imponer limitaciones al suministro transfronterizo y el consumo en el extranjero de los servicios legales de consultoría en legislación extranjera o internacional.  También se comprometió a no imponer limitaciones a la inversión y el consumo en el extranjero relativos a los servicios de asesoramiento tributario y de consultores en administración, y a no limitar el consumo en el extranjero de servicios de contaduría.

205. Existen alrededor de 60 profesiones reglamentadas en Colombia.
  Por lo general, las normas que rigen cada profesión prevén la creación de colegios, consejos o tribunales profesionales encargados de la inspección, control y vigilancia de la profesión.  Los colegios, consejos y tribunales profesionales cuentan con la participación de las entidades públicas relacionadas con la profesión, las instituciones de educación superior y los gremios relevantes y tienen poderes disciplinarios.

206. Los profesionales con títulos extranjeros generalmente necesitan convalidarlos para poder ejercer en Colombia.  Adicionalmente es necesario obtener una visa de trabajo.

207. El Ministerio de Educación Nacional es la entidad responsable de convalidar los títulos académicos emitidos en el extranjero.
  La solicitud de convalidación debe ir acompañada de los documentos enumerados en la Resolución N° 5547 de 2005.
  Los documentos en idiomas distintos al español deben ser traducidos por un traductor reconocido por el Ministerio de Relaciones Exteriores.  El diploma y el certificado de calificaciones o programa académico deben estar legalizados.

208. La legislación establece un período máximo de dos meses para que el Ministerio de Educación convalide los títulos procedentes de los países con los que Colombia tiene un convenio de reciprocidad en la materia.
  Las autoridades colombianas indicaron que en la práctica, no se lleva a cabo la convalidación por esta vía, ya que los acuerdos de reconocimiento que ha suscrito Colombia son de carácter general.  Sin embargo, existen acuerdos con Argentina, Ecuador y México que buscan agilizar el procedimiento de convalidación de títulos a través del reconocimiento mutuo de agencias o sistemas.

209. La legislación también establece un plazo de dos meses para la convalidación de los títulos que han sido emitidos por instituciones o programas académicos acreditados por entidades "de alta calidad, reconocidas en su[s] país[es] de origen o a nivel internacional".
  El Ministerio de Educación Nacional no ha publicado criterios para determinar la calidad de una entidad acreditadota.  Las autoridades indicaron que para determinar la calidad de una entidad acreditadora, consultan información relativa a procesos de acreditación publicada por organismos internacionales, por ejemplo UNESCO, o por otros países.  Otros títulos deben ser sometidos a un proceso de "evaluación académica" que lleva a cabo el Ministerio de Educación Nacional.
  El Ministerio de Educación Nacional cuenta con cinco meses para emitir una decisión motivada con respecto a la solicitud de convalidación de este tipo de títulos.

210. El Ministerio de Relaciones Exteriores es la entidad responsable de expedir las visas temporales de trabajo.  Para solicitar una visa "temporal trabajador" es necesario haber sido contratado por una empresa domiciliada en Colombia, o formar parte de una empresa contratada para prestar servicios a una empresa domiciliada en Colombia.  También pueden solicitar la visa temporal trabajador los profesionales a la filial en Colombia de la casa matriz extranjera que los emplea.
  La visa temporal trabajador se expide hasta por dos años para múltiples entradas.

211. No más del 10 por ciento de los "trabajadores ordinarios" y hasta el 20 por ciento del personal calificado, especialista, de dirección o de confianza de las empresas con más de 10 empleados puede ser de nacionalidad extranjera.
  El Ministerio de la Protección Social puede autorizar que se excedan estos límites "por el tiempo necesario para preparar al personal colombiano".

212. Las empresas extranjeras que realicen un trabajo de consultoría en geología en Colombia deben estar asociadas a una empresa constituida en Colombia.

b) Servicios de contaduría

213. La Junta Central de Contadores ejerce la inspección, control y vigilancia sobre el desempeño de la profesión.
  La Junta está integrada por el Ministro de Educación Nacional, el Superintendente Financiero, el Superintendente de Sociedades, el Superintendente Nacional de Salud, el Contador General de la Nación, el Director de Impuestos Nacionales y los representantes de la Asociación Colombiana de Universidades, la Asociación Colombiana de Facultades de Contaduría Pública, y de los contadores públicos.

214. Los extranjeros no pueden desempeñarse como contadores públicos en Colombia a menos que hayan residido en Colombia durante los tres años anteriores a la solicitud de inscripción en el registro profesional de contadores públicos que mantiene la Junta Central de Contadores.  Los materiales que deben acompañar la solicitud de registro están enumerados en la Resolución N° 160 de 2004.
  Los contadores colombianos también deben cumplir con el requisito de registro ante la Junta Central de Contadores.

215. Las personas con títulos académicos procedentes del extranjero no pueden desempeñar la profesión de contador público al menos que sus títulos hayan sido emitidos en un país que haya suscrito un convenio de reciprocidad con Colombia.
  Las autoridades indicaron que Colombia no ha suscrito dichos acuerdos.  Los títulos del exterior deben estar convalidados.

216. Al menos el 80 por ciento de los socios de una sociedad de contadores públicos deben ser contadores públicos.

c) Servicios de arquitectura e ingeniería

217. El Consejo Profesional Nacional de Arquitectura y sus Profesiones Auxiliares es la entidad encargada de la inspección, control y vigilancia sobre el desempeño de la profesión de arquitectura.  El Consejo está integrado por:  el Ministro de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial;  el Ministro de Educación Nacional;  el Presidente de la Sociedad Colombiana de Arquitectos;  el Rector de la Universidad Nacional;  y representantes de las universidades con facultades de arquitectura y de las profesiones auxiliares de la arquitectura.

218. La entidad encargada de la inspección, control y vigilancia sobre el desempeño de algunas ramas de la profesión de ingeniería es el Consejo Profesional Nacional de Ingeniería (COPNIA).  COPNIA está integrado por el Ministro de Transporte, el Rector de la Universidad Nacional, un representante de las universidades privadas y el Presidente de la Sociedad Colombiana de Ingenieros.

219. Los arquitectos e ingenieros domiciliados en el extranjero pueden obtener un permiso temporal para ejercer en Colombia, sin necesidad de convalidar sus títulos ni de inscribirse en el registro nacional de su profesión.
  Los arquitectos deben tramitar dicho permiso ante el Consejo Profesional Nacional de Arquitectura y sus Profesiones Auxiliares y los ingenieros ante COPNIA.  Los permisos son válidos por un año y pueden ser renovados.  Los permisos se otorgan de manera automática a los solicitantes que cumplen los requisitos contenidos en el Acuerdo 02 de 2006 del Consejo Profesional Nacional de Arquitectura y sus Profesiones Auxiliares o en el artículo 23 de la Ley N° 842 de 2003 (ingenieros).  Entre enero de 2005 y abril de 2006, COPNIA expidió 325 permisos temporales para ingenieros y profesiones auxiliares.  La Secretaría de la OMC no contó con información relativa al número de permisos temporales otorgados a arquitectos.  La obtención de un permiso temporal no exime a los arquitectos o ingenieros domiciliados en el exterior del requisito de visa de trabajo.

220. El número de ingenieros y profesionales auxiliares extranjeros no puede ser mayor al 20 por ciento de los ingenieros y profesionales auxiliares colombianos empleados por una empresa, al menos que el Ministerio de la Protección Social exima a una empresa determinada.
  Dicha empresa dispone de un año para cumplir con el requisito que establece la legislación.  La legislación también obliga a determinadas empresas a contratar a un mínimo de ingenieros de nacionalidad colombiana.  Por ejemplo, el 90 por ciento de los ingenieros químicos empleados por una empresa de ingeniería química deben ser de nacionalidad colombiana.
  La participación de arquitectos extranjeros está sujeta a las cuotas globales que establece el Código de Trabajo (véase 7) supra).

d) Servicios jurídicos

221. El Consejo Superior de la Judicatura, parte de la rama judicial, es la entidad encargada de examinar la conducta y sancionar las faltas de los abogados.
  El Ministerio del Interior y de Justicia participa en el diseño de las políticas relativas al ejercicio de la profesión de abogado.

222. Los abogados, incluyendo los domiciliados en el extranjero, deben solicitar la inscripción al registro nacional de abogados y la expedición de la tarjeta profesional.  Los abogados domiciliados en Colombia deben realizar este trámite ante el Consejo Seccional de la Judicatura del Departamento donde residen.

223. Los títulos académicos provenientes del extranjero deben estar convalidados.  Al solicitar la convalidación, debe acreditarse la aprobación de estudios en ciertas áreas de la legislación colombiana, incluyendo derecho constitucional y derecho administrativo.
  Esto puede hacerse a través de un certificado obtenido en una institución de educación superior colombiana que cuente con un programa de derecho debidamente registrado, o aprobando el examen de calidad de la educación superior.
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